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Saltillo, Coahuila  de Zaragoza ; a dieciséis  de julio de 

dos mil veint iuno . 

 

VISTO. El estado que guardan los autos del 

expediente en que se actúa esta  Primera  Sala en M ateria 

Fiscal y Administrativa del Tribunal de Justicia Administrativa 

de Coahuila de Zaragoza, en los términos previstos por los 

artículos  83, 84, 85 y 87 de la Ley del Procedimiento 

Contencioso Administrativo para el Estado de Coahuila de 

Zaragoza  procede a  resolver los autos que integran el 

expediente señalado al epígrafe, y   

 

R E S U L T A N D O:    

 

PRIMERO. Por escrito recibido  en la Oficialía de Partes 

de este Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de 

Zaragoza  el día veinticuatro  de febrero  de dos mil 

veintiuno , el ciudadano ********** , por sus propios 

derechos, present ó demanda de Juicio Contencioso 

Administrativo en contra  de l Fiscal General del Estado de 
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Coahuila de Zaragoza , del Fiscal Ministerial , del Director 

General De Contraloría y Visitaduría , de la Directora 

General del Centro de Profesionalización y Acreditación, 

Certificación y Carrera , del Director de Recursos Humanos 

de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza , 

y del Delegado en la Región Sureste de la Fiscalía General 

del Estado de Coahuila,  pretendiendo  la rescisión de la 

relación laboral sin responsabilidad para el trabajador, el 

pago de indemnización constitucional, pago de la 

segunda quincena de enero y primer quincena de febrero, 

pago de veinte días de salario por cada año de servicios 

prestados, pago de  prima de antigüedad, de las 

quincenas dejadas de percibir  desde el treinta y uno de 

enero de dos mil veinte hasta aquella fecha en que se 

resuelva el presente juicio, que se dé vista a las autoridades 

que proceda a fin de que se inicien los procedimientos  de 

responsabilidad administrativa, y que se condene a la 

reparación del daño patrimonial,  formulando  conceptos 

de anulación  y ofreciendo pruebas de su intención, mismos 

que se tienen por reproducidos como si a la letra se 

insertasen, aplicando el principi o de economía procesal . 

 

Siendo aplicable la no reproducción de los 

conceptos de anulación,  así como las pruebas , pues la 

falta de su transcripción no deja en estado de indefensión 

al demandante , en razón que son precisamente de quien 

provienen y, por lo mismo, obran en autos. Sustentando  lo 

expuesto, las siguientes jurisprudencias:  

 

<<Época: Novena Época, Registro: 1007636, Instancia: 

Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, 

Fuente: Apéndice de 2011, Tomo IV. Administrativa Segund a 

Parte - TCC Primera Sección ð Administrativa, Materia(s): 

Administrativa, Tesis: 716, Página: 834. AGRAVIOS. LOS 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO NO ESTÁN OBLIGADOS A 

TRANSCRIBIRLOS EN LAS SENTENCIAS QUE EMITAN AL RESOLVER 

LOS RECURSOS DE REVISIÓN FISCAL. La omisión de los Tribunales 

Colegiados de Circuito de no transcribir en las sentencias que 

emitan al resolver los recursos de revisión fiscal los agravios 
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hechos valer por el recurrente, no infringe disposiciones de la 

Ley de Amparo, pues en términos d el artículo 104, fracción I -B, 

de la Constitución Federal, los mencionados recursos están 

sujetos a los trámites que la Ley Reglamentaria de los Artículos 

103 y 107 de la Constitución fija para la revisión en amparo 

indirecto; de modo que si el artículo 77  de dicha legislación, 

que establece los requisitos que deben contener las 

sentencias, no lo prevé así ni existe precepto alguno que 

establezca esa obligación, la falta de transcripción de los 

aludidos motivos de inconformidad no deja en estado de 

indefens ión a quien recurre, puesto que son precisamente de 

quien provienen y, por lo mismo, obran en autos, amén de que 

para resolver la controversia planteada, el tribunal debe 

analizar los fundamentos y motivos en los que se sustenta la 

sentencia recurrida conf orme a los preceptos legales 

aplicables, pero siempre con relación a los agravios 

expresados para combatirla. >> 

 

<<Época: Novena Época, Registro: 16652, Instancia: Tribunales 

Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, 

septiembre  de 2009, Materia(s): Común, Tesis: XXI.2o.P.A. J/30, 

Página: 27 89 AGRAVIOS. LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE 

CIRCUITO NO ESTÁN OBLIGADOS A TRANSCRIBIRLOS EN LAS 

SENTENCIAS DE AMPARO EN REVISIÓN. La omisión de los 

Tribunales Colegiados de Circuito de no transcribir en las 

sentencias los agravios hechos valer, no infringe d isposiciones 

de la Ley de Amparo a la cual sujetan su actuación, pues el 

artículo 77 de dicha legislación, que establece los requisitos 

que deben contener las sentencias, no lo prevé así ni existe 

precepto alguno que establezca esa obligación; además de 

qu e dicha omisión no deja en estado de indefensión a las 

partes, pues respecto de la quejosa o recurrente, es de ésta de 

quien provienen y, por lo mismo, obran en autos, mientras que 

al tercero perjudicado o demás partes legitimadas se les corre 

traslado con  una copia de ellos al efectuarse su 

emplazamiento o notificación, máxime que, para resolver la 

controversia planteada, el tribunal debe analizar los 

fundamentos y motivos que sustentan los actos reclamados o 

la resolución recurrida conforme a los precepto s 

constitucionales y legales aplicables, pero siempre con relación 

a los agravios expresados para combatirlos. >> 

 

SEGUNDO. Recibido el escrito inicial de referencia , la 

Oficialía de Partes de este Tribunal remitió la demanda y 

anexos descritos en el acuse con número de folio 

0052/20 20 en fecha veinticuatro  de febrero  de dos mil 

veinte  a esta  Primera Sala en Materia Fiscal y 

Administrativa, designándole el número de expediente 

FA/044/20 20, siendo que el día veinticinco  del mismo mes y 
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año se previno al actor para que subsanara su ocurso 

inicial . 

 

       TERCERO. Mediante escrito recibido en fecha diez de 

marzo  de dos mil veinte el accionante pretendió dar 

cumplimiento a la prevención que le fuera realizada, 

recayendo de nueva cuenta auto de prevención, mismo 

que fue satisfecho mediante ocurso recibido el nueve de 

junio de dos mil veinte,  en consecuencia, l a demanda fue 

adm itida a trámite por esta resolutora e n auto de fecha 

once  de junio  de  la misma anualidad , ello de conformidad 

con los artículos 13 fracción VIII de la Ley Orgánica del 

Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de 

Zaragoza y 51 de la Ley del Procedimiento Contencioso 

Administrativo  para el Estado de Coahuila de Zaragoza . 

 

En el mismo proveído, d espués que este órgano 

jurisdiccio nal se pronunció  sobre la admisión y 

desechamiento de las pruebas ofrecidas de la intención 

de la parte actora, orden ó correr traslado a la s autoridad es 

demandada s, para que contestara n la demanda en 

términos de  los artículo s 52 y 58 de la Ley del Procedimiento 

Contencioso Administrativo para el Estado de Coahuila de 

Zaragoza . 

       

En fecha veintinueve  de junio  de dos mil veinte se 

notificó personalmente  a la parte actora . 

 

Mediante oficio se notificó a las autoridades 

demandadas, en fecha seis de julio de dos mil veinte . 

 

CUARTO. Notificada la parte actora y e mplazada s las 

autoridad es demanda da s, según las diligencias 

actuariales antes señaladas , las autoridades presentaron 

escrito ante  este Tribunal mediante el cual opus ieron  la 
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contestación a la demanda instaurada en su contra , como 

se muestra a continuación:  

 

¶ Fiscal General del Estado de Coahuila de Zaragoza , 

en fecha trece de agosto de dos mil veinte.  

 

¶ Director General De Contraloría y Visitaduría , en 

fecha dieciocho de agosto de dos mil veinte.  

 

¶ Directora General del Centro de Profesionalización y 

Acreditación, Certificación y Carrera , en fecha doce 

de agosto de dos mil veinte.  

 

¶ Director de Recursos Humanos de la Fiscalía General 

del Estado de Coahuila de Zaragoza , en fecha 

dieciocho de agosto de dos mil veinte.  

 

¶ Delegado en la Región Sureste de la Fiscalía General 

del Estado de Coahuila, en fecha seis de agosto de 

dos mil veinte.  

 

¶ Por su parte, el Fiscal Ministerial, fue omiso en dar 

contestación a la demanda.  

 

QUINTO. Los escrito s de contestación sostiene n la 

legalidad de la actuación de la s autoridad es en los 

términos relatados , y ofrec e las pruebas  a que se refiere n 

los mismo s, lo cual se tiene por inserto en el presente, sin 

que la falta de su transcripción deje en estado de 

indefensión a las demandad as, en razón que son 

precisamente de quien es proviene n y, por lo mismo, obra n 

en autos , remitiéndo se en obvio de repeticiones a los 

criterios plasmados en el resultando primero.  
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Siendo que sobre las  contestaciones aludidas 

recayeron los siguientes autos:  

 

Auto de admisión de fecha veintiuno de agosto de 

dos mil veinte en relación a los ocursos del Fiscal General 

del Estado de Coahuila de Zaragoza , la Director a General 

De Contraloría y Visitaduría , la Directora General del Centro 

de Profesionalización y Acreditación, Certificación y 

Carrera , y la Director a de Recursos Humanos de la Fiscalía 

General del Estado de Coahuila de Zaragoza . 

 

Auto de prevención de fecha  veintiuno de agosto de 

dos mil veinte con  relación al escrito del  Delegado en la 

Región Sureste de la Fiscalía General del Estado de 

Coahuila ; siendo prevenido de nueva cuenta mediante 

auto del día veintinueve de septiembre de dos mil veinte , 

recayendo posterior proveído admisorio de fecha 

veintiuno de octubre de la misma anualidad.  

 

Por lo que hace al  Fiscal Ministerial, se declaró 

precluido su derecho para contestar la demanda, por lo 

que se le tuvo por confesando los hechos expuestos en la 

demanda, salvo prueba en contrario, mediante el citado 

auto del día veintiuno de agosto de dos mil veinte.  

 

En la especie se otorgó a l actor el plazo de diez días 

para que ampliara su demanda . 

 

SEXTO. En fecha siete  de octubre  de dos mil veinte  se 

remitió a esta Sala Unitaria escrito de ampliación a la 

demanda , solicitándose aclaración en los términos del 

acuerdo de fecha trece de octubre de dos mil veinte .  

 

Colmada la prevención que le fuera efectuada, 

mediante proveído de fecha diecisiete de noviembre de 
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dos mil veinte se admitió la ampliación a la demanda con 

relación a la Fiscalía General del Estado de Coahuila  y la  

Director a de Recursos Humanos de la Fiscalía General del 

Estado de Coahuila de Zaragoza . En el mismo  proveído se  

declaró el fenecimiento  del plazo para ampliar la 

demanda con relación a las contestaciones de la 

Director a General De Contraloría y Visitaduría , y la 

Directora General del Centro de Profesionalización y 

Acreditación, Certificación y Carrera . 

 

De igual forma, en auto  del día veintinueve de enero 

de dos mil veintiuno  se admitió la ampliación a la demanda 

respecto de la contestación del Delegado en la Región 

Sureste de la Fiscalía General del Estado de Coahuila . 

 

SÉPTIMO. En fecha diecinueve de enero de dos mil 

veintiuno se recibió escrito de contestación a la ampliaci ón 

de la intención de la Fiscalía General del Estado de 

Coahuila , y, en fecha veinte del mismo mes y año, se 

recibió escrito de contestación a la ampliación de la  

Director a de Recursos Humanos de la Fiscalía General del 

Estado de Coahuila de Zaragoza , mismos que fueron 

admitidos en proveído de fecha veintinueve de enero de 

dos mil veintiuno.  

 

Por otra parte, en fecha dieciséis de marzo de dos mil 

veintiuno se tuvo por recibi do escrito de contestación a la 

ampliación de la demanda producido por el Delegado en 

la Región Sureste de la Fiscalía General del Estado de 

Coahuila , sin embargo, mediante acuerdo del día ocho de 

marzo de dos mil veintiuno se había declarado la 

preclusión  del derecho que pretendió ejercitar . 
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OCTAVO . La audiencia de desahogo de pruebas 

tuvo verificativo el día  ocho de junio  de dos mil veintiuno , 

compareciendo únicamente los licenciados **********  y 

********** , en representación de la Fiscalía General del 

Estado de Coahuila , y, de la  Director a de Recursos 

Humanos de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de 

Zaragoza ; siendo que las demás partes no se apersonaron 

por sí o a través de persona autorizada, a pe sar de estar 

legalmente notificados;  haciéndose efectivo el 

apercibimiento decretado en el auto de fecha veintisiete 

de abril  de dos mil veintiuno , en el que se dejó establecido 

que la  falta de asistencia de las partes no i mpedía su 

celebración, esto con fundamento en el artículo 81 de la 

Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo para el 

Estado de Coahuila de Zaragoza, por lo que abierta la 

audiencia se tuvieron  por desahogadas l as pruebas 

ofrecidas por las partes dada su naturaleza jurídica , lo cual 

quedó asentado en el acta que se levantó con motivo de 

dicha diligencia . 

 

 En dicha acta se concedió a las partes el plazo de 

cinco días para efecto de que formularan sus alegatos 

con tados a partir del siguiente de la conclusión de la 

audiencia.  

 

NOVENO. En fecha diecisiete  de junio  de dos mil 

veintiuno  se certificó que había transcurrido el plazo de 

cinco días para formular los alegatos si endo que 

únicamente el Fiscal General del Estado de Coahuila , la 

Directora General del Centro de Profesionalización y 

Acreditación, Certificación y Carrera  y, la  Director a de 

Recursos Humanos de la Fiscalía General del Estado de 

Coahuila de Zaragoza , presentaron los alegatos de sus 

respectivas int enciones, no así el resto de las partes, 

declarándose el vencimiento del plazo correspondiente . 
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Atento a lo anterior, con fundamento en el artículo 82 

de la Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo 

para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se tuvo la  referida 

certificación con efectos de citación para Sentencia.  

 

En ese sentido, una vez culminadas todas las etapas 

procesales y no habiendo actuación alguna pendiente por 

desahogar , de conformidad con el artículo 83 de la Ley del 

Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado 

de Coahuila de Zaragoza, por ser este el momento 

procesal oportuno para dic tar la sentencia, y  

 

C O N S I D E R A N D O 

 

PRIMERO. De conformidad con lo dispuesto en los 

artículo s 84 y 85 de la Ley del Procedimiento Contencioso 

Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza, las 

sentencias que se dicten por este Órg ano Jurisdiccional  

deberán suplir las deficiencias de la demanda, sin analizar 

cuestiones que no se hayan hecho valer, limitándose  a los 

puntos de la litis planteada. Asimismo, no obstante,  de que 

no necesitan formulismo alguno, las mismas contendrán:  

 

<<I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, así 

como el examen y valoración de las pruebas que se hubieren 

admiti do según el prudente arbitrio del Tribunal;  

II. Los fundamentos legales en que se apoyen, debiendo 

limitarlos a los puntos cuestionados y a la solución de la litis 

planteada;  

III. Los puntos resolutivos en los que se expresarán los actos cuya 

validez se reconocieron o cuya nulidad se declarase, y  

IV. Los términos en que deberá ser ejecutada la sentencia por 

parte de la autoridad demandada, así como el plazo 

correspondiente para ello, que no excederá de quince días 

contados a partir de que la sentencia qu ede firme. >> 

 

SEGUNDO. La competencia del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza,  así 

como de esta Primera Sala Ordinaria  para conocer el 

asunto que nos ocupa  y dictar el presente fallo,  deviene de 
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lo dispuesto en los artículos  3, 11, 12 y 13 de la Ley Orgánica 

del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de 

Zaragoza,  1, 2, 83, 84, 85, 86 y 87 de la Ley del 

Procedimiento contencioso Administrativo para el Estado 

de Coahuila de Zaragoza , así como 123, apartado B, 

fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos .  

 

Sirve de apoyo la jurisprudencia sustentada por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, consultable con el número de tesis 2ª./J. 134/2008, 

visible en página 223, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Tomo XXVIII, del mes de 

Septiembre de 2008, Novena Época, cuyo rubro y texto 

son: 

<<INSTITUTO DE LA POLICÍA AUXILIAR Y PROTECCIÓN 

PATRIMONIAL PARA EL ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA 

LLAVE. LA COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS 

CON SUS MIEMBROS CORRESPONDE, POR AFINIDAD, AL 

TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA 

ENTIDAD. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

sostenido, respecto de las relaciones suscitadas ent re los 

cuerpos policiacos de los Estados y sus miembros, lo siguiente: 

a) Conforme al artículo 116, fracción VI, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, las Legislaturas 

Locales están facultadas para expedir leyes que rijan las 

relacio nes entre los Estados y sus trabajadores, respetando las 

bases establecidas en el artículo 123 constitucional; b) Los 

cuerpos de seguridad pública se rigen por su propia 

normatividad; c) La Constitución establece un régimen 

especial para esos funcionarios,  que redunda en la naturaleza 

de la relación; d) A pesar de las disposiciones locales que en 

contrario puedan existir, atendiendo al principio de 

supremacía constitucional, la relación es administrativa, razón 

por la cual la competencia para conocer de los  conflictos 

suscitados entre dichas instituciones y sus trabajadores 

corresponde, por afinidad, a los Tribunales de lo Contencioso 

Administrativo. En congruencia con lo anterior, si los artículos 55 

y 56 de la Constitución Política del Estado de Veracruz y  55 de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado instituyen al 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo y su competencia 

para conocer de los procedimientos contenciosos de ese 

orden, suscitados entre las autoridades y los particulares, por 

afinidad, e n observancia a la garantía prevista en el segundo 

párrafo del artículo 17 constitucional, relativa a que toda 

persona tiene derecho a que se le administre justicia, ese 

órgano jurisdiccional debe conocer de los conflictos suscitados 

entre el Instituto de la Policía Auxiliar y Protección Patrimonial 

para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave y sus 

miembros, pues el vínculo administrativo en aquéllos los asimila 
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a las contiendas en las cuales interviene y en razón de su 

especialidad, dicha jurisdicció n es la más pertinente para 

conocer de ellos y resolverlos. >> 

 

TERCERO. La personalidad de las partes quedó 

deb idamente acreditada . Por lo que hace a l ciudadano 

********** , mediante auto de fecha veinticinco  de febrero  

de dos mil veinte . 

 

En cuanto a la s autoridad es demandada s, mediante 

proveído de fecha veintiuno de agosto de dos mil veinte,  

se tuvo por reconocida la personalidad  de la siguiente 

forma:  

 

¶ ********** , en su carácter de Delegado  en la Región 

Sureste de la Fiscalía General del Estado de Coahuila . 

 

¶ ********** , en su carácter de Directora General del 

Centro de Profesionalización y Acreditación, 

Certificación y Carrera . 

 

¶ ********** , en su carácter de Directora General 

Jurídica, de De rechos Humanos y Consultiva de la 

Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza,  

en representación del Fiscal General del Estado de 

Coahuila . 

 

¶ ********** , en su carácter de Director General De 

Contraloría y Visitaduría , en fecha dieciocho de 

agosto de dos mil veinte.  

 

¶ ********** , en su carácter de Director a de Recursos 

Humanos de la Fiscalía General del Estado de 

Coahuila de Zaragoza . 
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CUARTO. De la demanda y ampliación presentada s 

en tiempo y forma por ********** , así como de  los escrito s 

de contestación a la demanda  y a la ampliación , 

oportunamente hech o valer por las autoridades 

demandadas , sin que sea necesaria la transcripción de los 

conceptos de anulación 1, se procede a fijar la litis en los 

siguientes términos:  

 

Del escrit o inicial de demanda, se advierte  que  el 

actor pretende la rescisión de la relación laboral sin 

responsabilidad para él, y derivado de dicha acción, 

reclama el pago de indemnización constitucional, pago 

de la segunda quincena de enero y primer quincena de 

febrero, pago de veinte días de salario por cada año de 

servicios prestados, pago de prima de antigüedad, de las 

quincenas dejadas de percibir desde el treinta y uno de 

enero de dos mil veinte hasta aquella fecha en que se 

resuelva el presente juicio, que se dé vista a las autoridades 

que proceda a fin de que se inicien los procedimientos de 

responsabilidad administrativa, y que se condene a la 

reparación del daño patrimonial , aduciendo los conceptos 

de anulación que estim ó convenientes.  

 

1 Época: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de 

Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, 

Página: 830. CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON 

LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE 

AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes 

del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del 

libro pr imero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte 

como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de 

violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de 

congruencia y exhaustividad en las sentencias, pue s tales principios se 

satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la 

demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y 

les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los 

planteamientos de legal idad o constitucionalidad efectivamente 

planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a 

los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal 

transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador rea lizarla o no, 

atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que 

para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los 

planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se 

hayan hecho valer.  
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Concept os de anulación, que fueron combatidos por 

las autoridades demandadas , oponiendo las defensas que 

consider aron  pertinentes.  

 

Los concepto s de anulación expuesto s por la parte 

actora y defensa s opuesta s por la parte demandada , que 

en síntesis son los siguientes, independientemente del 

estudio que de manera completa se realizó para 

pronunciar esta resolución :  

  

Escrito de demanda  

Primer concepto de anulación  

 

En síntesis, el impetrante aduce que se faltó a lo 

dispuesto por los artículos 1, 3, y 43, fracción I, de la Ley del 

Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado 

de Coahuila de Zaragoza, toda vez que, según su dicho, 

en la segunda quince de enero de dos mil veinte se limitó 

su derecho a percibir un sueldo, sin ju stificación alguna.  

 

Segundo concepto de anulación  

 

Sostiene el actor que en ningún momento se hizo de 

su conocimiento el acto de molestia en el cual se fundara 

y motivara la causa de cancelación de su sueldo.  

 

Tercer concepto de anulación  

 

Arguye el pleiteante que es esencial la 

fundamentación de la competencia y la motivación.  

 

Cuarto concepto de anulación  

 

Manifiesta el demandante que el acto administrativo 

debe señalar las circunstancias especiales de modo, 
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tiempo y lugar, así como las razones part iculares o causas 

inmediatas que se hayan tenido para la emisión de este .  

 

Quinto concepto de anulación  

 

Sostiene el demandante que de acuerdo con el 

artículo 89 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al 

Servicio del Estado, el trabajador tiene derecho a que se le 

otorguen licencias médicas para dejar de concurrir a sus 

labores, previo dictamen y vigilancia médica, por un 

término no mayor de treinta días en un año, estimando que 

no excedió dicho plazo.  

 

Es oportuno señalar que además de los conce ptos de 

anulación, el impetrante vierte consideraciones atinentes a 

manifestar su inconformidad con diversos actos de las 

autoridades demandadas, consistentes en el cambio de 

adscripción del lugar en el que debe prestar sus servicios, 

así como la negativa de otorgarle una licencia con o sin 

goce de sueldo para trámites de titulación.  

 

Escrito de ampliación a la demanda  

Primer concepto de anulación  

 

En el referido motivo de inconformidad el 

demandante señala que la autoridad demandada vulneró 

lo dispuesto po r el artículo 86, fracción IX de los Estatutos 

Jurídicos para los Trabajadores al Servicio del Estado  de 

Coahuila, al haberse negado a otorgarle una licencia con 

o sin goce de sueldo para la obtención de un grado 

académico, aduciendo que el oficio de fecha  veintiuno 

de enero de dos mil veinte  suscrito por el Fiscal General del 

Estado de Coahuila carece de debida motivación al no 

tomar en cuenta las circunstancias particulares de la 

situación.  
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Segundo concepto de anulación  

 

Aduce el impetrante que el oficio **********  de fecha 

veinte de febrero de dos mil veinte, al cual se anexa 

minuta, suscrito por el Abogado Adscrito a la Unidad 

Jurídica de la Delegación del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de  los Trabajadores del Estado , en el cual 

se invalidan licencias médicas que le fueron concedidas, 

le causa afectación toda vez que violenta sus derechos de 

certeza jurídica, ante la falta de fundamentación y 

motivación.  

 

Tercer concepto de anulación  

 

Arguye el pleiteante que las actas administrativas de 

fechas veinte, veintiuno y veinticuatro de febrero de dos mil 

veinte, levantadas por el coordinador administrativo de la 

Fiscalía General del Estado carecen de fundamentación y 

motivación, además de que no se da vista con ellas a la 

Junt a de Conciliación y Arbitraje.  

 

Además de los conceptos de anulación, el 

impetrante vierte distintas manifestaciones tendientes a 

controvertir lo manifestado por la parte demandada.  

 

Entre dichos señalamientos se encuentra el atinente 

a que el oficio ***** *****  de fecha trece de noviembre de 

dos mil diecinueve no se adjuntó a la notificación del 

memorándum número **********  de fecha doce de 

noviembre de dos mil diecinueve, indicando que la 

autoridad dejó de tomar en cuenta las circunstancias 

particulares de l trabajador, que en la Fiscalía General del 

Estado todos los Ministerios Públicos cuentan con 

experiencia y capacitación suficiente, que el manifestante 
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se encontraba comisionado como Visor o Ministerio Público 

Especial en la delegación Sureste en investi gación de 

delitos contra la vida, integridad y dignidad de los 

animales.  

 

Señala igualmente que la autoridad fue omisa en 

sufragar los gastos de traslado . 

 

Continúa  narrando el actor que no se le entregó el 

documento autógrafo del oficio ********** , de fecha 

veintidós de enero de dos mil veinte, suscrito por la 

Directora General Jurídica de Derechos Humanos y 

Consultiva; que desconocía el contenido del acuerdo de 

fec ha veintiuno de enero de dos mil veinte, y que 

igualmente se encuentre deficientemente fundado y 

motivado.  Refiere además que se desempeñó como 

Secretario del Ministerio Público del año dos mil al dos mil 

cuatro, asignado a la región carbonífera.  

 

Litis fijada , que esta Sala se constriñe a resolver 

conforme a derecho , cabe señalar que corresponde a la 

parte demandada, en primer término, dar a conocer al 

impetrante la resolución, así como de las constancias de 

notificación correspondientes, mediante la cual  se ordenó 

dejar de cubrir los emolumentos correspondientes al 

desempeño de su cargo, esto, ante la negativa del actor 

de ser conocedor de dicho acto de autoridad; por otra 

parte, corresponde al demandante acreditar su dicho en 

relación a los conceptos de anulación esgrimidos en 

contra de los actos consistentes en el cambio de 

adscripción, así como de la negativa de otorgarle licencia, 

con o sin goce de sueldo, a efecto de realizar trámites de 

titulación de grado, toda vez que el juicio contencioso 

administ rativo se rige por sus propias reglas, entre las cuales 

se comprenden aquellas que determinan las cargas 



JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FA/044/20 20 

 

 

17 
 

 

probatorias  como en la especie lo es el artículo 67 de la Ley 

del Procedimiento Contencioso Administrativo por el 

Estado de Coahuila de Zaragoza, siend o que las 

manifestaciones del actor en torno a dichos actos  no 

constituye n una negativa lisa y llana, por tanto, no se 

configura el supuesto de excepción contenido en el 

referido numeral 67 previamente aludido 2. 

 

QUINTO. Previo al estudio de  los concepto s de 

anulación  expresado s por el enjuiciante , atendiendo a las 

técnicas jurídicas procesales , es necesario analizar  de 

forma preferente las  causas  de improcedencia de la 

acción y sobreseimiento del juicio contencioso 

administrativo que hagan valer las partes, así como las 

 

2 Época: Décima Época, Registro: 2007895, Instancia: Tribunales Colegiados 

de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de 

la Federación, Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo IV, Materia(s): 

Administrativa, Tesis: (III Región)4o.52  A (10a.), Página: 3001. NEGATIVA LISA Y 

LLANA DE LOS HECHOS QUE MOTIVARON EL ACTO O RESOLUCIÓN 

IMPUGNADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. NO 

PUEDE CONSIDERARSE ASÍ LA QUE SE CONTRADICE CON LOS ANEXOS DE LA 

DEMANDA. El artículo 42 de la Ley  Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo establece, entre otras cosas, que los actos y resoluciones 

emitidos por las autoridades administrativas gozan de la presunción de 

legalidad, a menos que el afectado por éstos niegue lisa y llanamente los  

hechos que los motivaron; de lo anterior se sigue que para estar en 

condiciones de averiguar si se actualiza la presunción legal referida, es 

necesario definir cuándo estamos en presencia de una negativa como la 

que se precisa en dicho numeral. Para ello,  debe considerarse que una 

negativa lisa y llana -también conocida como simple, porque se trata de una 

mera negación de los hechos señalados por la autoridad - sí es capaz de 

arrojar la carga de la prueba en perjuicio de la contraparte, pues de lo 

contrario  obligaría a quien la formula a demostrar hechos negativos; en 

cambio, cuando incluye cortapisas, explicaciones o justificaciones, no 

puede calificarse así, sino como calificada, toda vez que encierra la 

afirmación implícita de otros hechos, lo cual aconte ce cuando en la 

demanda en el juicio contencioso administrativo federal se expresa una 

negativa simple de los hechos que motivaron el acto o resolución 

impugnada, que se contradice con los anexos de aquélla, por incluirse en 

ellos algunos argumentos tenden tes a evidenciar la legalidad de la 

conducta reprochada, pues, en esas condiciones, la negación respectiva 

deberá considerarse como calificada. Es así, porque resulta de explorado 

derecho que la demanda y demás documentos que la acompañan, 

constituyen un t odo que debe interpretarse integralmente, para desentrañar 

la verdadera intención del promovente; pensar lo contrario, implicaría 

desnaturalizar por completo la esencia del numeral 42 citado, en la medida 

en que, sin acreditarse la existencia de una autént ica negativa simple, 

podría arrojarse indebidamente la carga probatoria a la autoridad 

demandada.  
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diversas que de oficio advierta este Tribunal  al ser de orden 

público 3. 

 

En la especie , las autoridades demandadas aducen 

la extemporaneidad de la demanda para impugnar el 

cambio de adscripción, así como la negativa de otorgar 

licencia con o sin goce de sueldo, con el propósito de 

llevar a cabo titulación de grado . 

 

En cuanto al cambio de adscripción, la parte 

demandada sostiene que el oficio **********  de fecha trece 

de noviembre de dos mil diecinueve , fue hecha del 

conocimiento del impetrante el día catorce del mismo mes 

y año.  

 

Ahora bien, de la copia exhibida por el demandante 

del oficio antes aludido 4, se aprecia que, tal como señala 

la parte demandada, en su parte inferior izquierda se 

 

3  Época: Novena Época, Registro: 194697, Instancia: Primera Sala, Tipo de 

Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Tom o IX, Enero de 1999, Materia(s): Común, Tesis: 1a./J. 3/99, Página: 

13. IMPROCEDENCIA. ESTUDIO PREFERENCIAL DE LAS CAUSALES PREVISTAS EN 

EL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO. De conformidad con lo dispuesto en 

el último párrafo del artículo 73 de la Ley de A mparo las causales de 

improcedencia deben ser examinadas de oficio y debe abordarse en 

cualquier instancia en que el juicio se encuentre; de tal manera que si en la 

revisión se advierte que existen otras causas de estudio preferente a la 

invocada por el Ju ez para sobreseer, habrán de analizarse, sin atender 

razonamiento alguno expresado por el recurrente. Esto es así porque si bien 

el artículo 73 prevé diversas causas de improcedencia y todas ellas 

conducen a decretar el sobreseimiento en el juicio, sin ana lizar el fondo del 

asunto, de entre ellas existen algunas cuyo orden de importancia amerita 

que se estudien de forma preferente. Una de estas causas es la 

inobservancia al principio de definitividad que rige en el juicio de garantías, 

porque si, efectivame nte, no se atendió a ese principio, la acción en sí misma 

es improcedente, pues se entiende que no es éste el momento de ejercitarla; 

y la actualización de este motivo conduce al sobreseimiento total en el juicio. 

Así, si el Juez de Distrito para sobreseer  atendió a la causal propuesta por las 

responsables en el sentido de que se consintió la ley reclamada y, por su 

parte, consideró de oficio que respecto de los restantes actos había dejado 

de existir su objeto o materia; pero en revisión se advierte que ex iste otra de 

estudio preferente (inobservancia al principio de definitividad) que daría 

lugar al sobreseimiento total en el juicio y que, por ello, resultarían 

inatendibles los agravios que se hubieren hecho valer, lo procedente es 

invocar tal motivo de so breseimiento y con base en él confirmar la sentencia, 

aun cuando por diversos motivos, al sustentado por el referido Juez de 

Distrito. 
4 Foja 30, tomo I  
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aprecia una rubrica y la leyenda <<14 -NOV -19>>, signatura 

que la autoridad atribuyó al impetrante sin que éste la 

desconociera, pues en vía de ampliación se limitó  a  

señalar que al referido oficio **********  no se le adjuntó el 

memorándum número **********  de fecha d oce de 

noviembre de dos mil diecinueve en el cual se determina 

el cambio de adscripción.  

 

Lo anterior resulta de relevancia toda vez que, la 

omisión del acci onante de controvertir la rúbrica en 

comento ocasiona su reconocimiento ficto , de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 461 5 del 

Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de 

Zaragoza de aplicación supletoria,  por tanto, debe tenerse 

por cierto que el demandante fue sabedor del cambio de 

adscripción desde el día catorce de noviembre de dos mil 

diecinueve, con motivo del c onocimiento del oficio 

**********  de fecha trece de noviembre de dos mil 

diecinueve; en consecuencia, si la demanda fue 

presentada en fecha veintiuno de febrero de dos mil veinte  

mediante el Buzón Jurisdiccional de la Oficialía de Partes 

de este Tribunal 6, resulta evidente la extemporaneidad  del 

ejercicio de la impugnación relativa  respecto a dicho 

acto . 

 

En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto 

por el artículo79, fracción VI, en relación con los artículos 

35, 80, fracción II, y 87, fracción V, de l a Ley del 

Procedimiento Contencioso Administrativo, resulta 

procedente sobreseer parcialmente  el juicio, esto es, por lo 

 

5 ARTÍCULO 461. Reconocimiento ficto de documentos privados . Los 

documentos privados procedentes de uno  de los interesados, presentados 

en juicio por vía de prueba y no objetados por la parte contraria, se tendrán 

por admitidos y surtirán sus efectos como si hubieren sido reconocidos 

expresamente.  
6 Visible en el acuse de recibo que obra a foja 1 , tomo I  



 

 

20 
 
 

que hace al acto impugnado consistente en el cambio de 

adscripción , que se hizo del conocimiento del actor 

mediante el oficio **********  de fecha trece de noviembre 

de dos mil diecinueve.  

 

Por lo que respecta a la negativa de otorga r licencia , 

con o sin goce de sueldo, a efecto de llevar a cabo 

titulación de grado, acto administrativo que se encuentra 

contenido en el oficio ********** , debe decirse que el 

referido instrumento tiene como fecha de emisión el 

veintidós de enero de dos mil veinte, sin embargo, la parte 

demandada no acreditó el día en que el impetrante tuvo 

conocimiento del mencionado oficio , pues no obstante 

que refiere que notificó por correo certificado al solicitante, 

no es dable otorgar eficacia a dicho  medio de 

comunicación.  

 

A mayor abundamiento, la Fiscalía General del 

Estado , al ampliar la demanda en su contra , señaló que el 

actor fue notificado en fecha veinticuatro de enero de dos 

mil veinte a través de correo electrónico del oficio **********  

de fecha veintidós de enero de dos mil veinte, en el cual 

se rechazó su solicitud de licencia, con o sin goce de 

sueldo, a fin de acreditar su dicho, exhibió oficio sin 

número, de fecha veintidós de enero de dos mil veinte, 

suscrito por la licenciada ***** *****  en su calidad de 

Directora General Jurídica, de Derechos Humanos y 

Consultiva de la Fiscalía General del Estado, en el cual 

ordena publicar en los estrados el oficio ********** , e instruye 

se notifique por correo electrónico al interesado , 

instrucció n que obra en el oficio **********  que igualmente 

anexa a la contestación a la ampliación . 

 

Además, agrega copia certificada del correo 

electrónico enviado  al ciudadano **********  a la dirección 
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********** , apreciándose un archivo adjunto denominado 

<<OFICIO ********** .pdf>> , en el que se solicita se confirme 

la recepción.  

 

Sin embargo, no obstante que el artículo 43 de l a Ley 

de Procedimiento Administrativo para el Estado de 

Coahuila de Zaragoza prevé la notificación a través de 

medios de comunicación electrónicos previa solicitud del 

interesado, no se advierte que el correo haya sido 

acusado, ni la fecha en que el actor tuvo conocimiento del 

referido correo electrónico o su contenido, pues no se 

acompañó acuse de recepción o lectu ra , sin que además 

se advierta aceptación expresa del promovente par a ser 

notificado a través de dicha vía, requisito marcado por la 

fracción II del dispositivo legal en comento, pues aunque 

se mencione la dirección de correo electrónico del 

interesado en la solicitud respectiva 7, no existe 

manifestación en virtud de la c ual pida que la resolución le 

sea hecha de su conocimiento por tal medio de 

comunicación.  

 

Por otra parte, la autoridad demandada tampoco 

acreditó  que la notificación se hubiese colocado efectiva 

y materialmente en los estrados de la dependencia, por lo 

qu e no se da cumplimiento al artículo 43, fracción III, de la 

Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de 

Coahuila de Zaragoza.  

En consecuencia, no es dable sostener la 

extemporaneidad argüida por las autoridades 

demandadas . 

 

 

7 Foja 497, tomo I  

mailto:dsa291275@hotmail.com
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Cabe señalar que, aunado a lo anterior, las pruebas 

documentales en estudio debieron haber sido exhibidas en 

la contestación a la demanda y no en la ampliación a la 

contestación a la demanda, toda vez que la autoridad 

estuvo en posibilidad de hacerlo por contar con ellas al  no 

alegar su carácter superviniente , sin que pase 

desapercibido que desde la contestación a la demanda 

adujo la extemporaneidad de la impugnación del oficio 

********** , por tanto, al no haber ofrecido dichos medios de 

convicción en el momento procesal oportuno, se debe 

estimar precluida su oportunidad para hacerlo.  

 

Cobra aplicación la tesis sustentada por el Primer 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto 

Circuito, consultable con el número de tesis VI.1o.A.283 A , 

visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta , Tomo XXXI, Enero de 2010, p ágina 2193 , Novena 

Época, de rubro y texto siguientes:  

 

<<PRUEBAS DENTRO DEL JUICIO DE NULIDAD. EL DERECHO DE LA 

AUTORIDAD DEMANDADA PARA OFRECERLAS SE SURTE AL 

CONTESTAR LA DEMANDA, RESPECTO DE CUESTIONES 

PLANTEADAS EN ÉSTA, SIN QUE PUEDA EXHIBIRLAS AL CONTESTAR 

LA AMPLIACIÓN, PUES SU OPORTUNIDAD PROCESAL HA 

PRECLUIDO. 

 

El juicio de nulidad se integra por etapas procesales que se 

desarrollan en forma sucesiva, mediante la culminación 

definitiva de cada una de ellas, impidiéndose el regreso a 

momentos procesales ya extinguidos o consumados; por 

consiguiente, si en la deman da de nulidad se niega en forma 

lisa y llana el conocimiento de un acto dentro del 

procedimiento de fiscalización, el momento oportuno para 

desvirtuar dicha negativa es al contestar la demanda y no en 

la contestación a la ampliación a ésta, pues de conform idad 

con lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, la finalidad de la 

contestación a la ampliación, es otorgar a la demandada la 

oportunidad de controvertir aspectos planteados únicamente 

en la ampliación , de los cuales tuvo conocimiento con motivo 

de ésta, pero no respecto de cuestiones que conoció con la 

demanda, por lo que no es dable que en la etapa procesal de 

contestación a la ampliación se exhiban pruebas que debieron 

presentarse desde la contestaci ón a la demanda; de tal 

manera que si al formular esta última, la autoridad exhibe un 

documento incompleto, pero al contestar la ampliación de 

demanda, lo exhibe con la totalidad de fojas que lo 
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conforman, es inconcuso que la Sala no está obligada a 

valora r la documental ofrecida hasta la contestación a la 

ampliación de demanda, pues en ese momento ya había 

precluido la oportunidad probatoria de la autoridad en 

relación con aspectos cuestionados desde la demanda. 

Aunado a ello, debe destacarse que de confor midad con lo 

establecido en el antepenúltimo párrafo del citado artículo 21 

de la ley procedimental en consulta, la autoridad demandada 

no está facultada para exhibir en la contestación de la 

ampliación de demanda, pruebas que ya haya presentado en 

la cont estación de demanda. Sin que sea obligación de la sala 

fiscal requerir a las partes, en particular, a la demandada, para 

que presente aquellas probanzas que por error u omisión 

exhibió incompletas, pues en su caso, el artículo 21, penúltimo 

párrafo, en rel ación con el diverso numeral 15, penúltimo 

párrafo, de la ley procedimental en consulta, establecen la 

obligación de la Sala de requerir a la demandada cuando las 

pruebas hayan sido ofrecidas pero no exhibidas, ya que estimar 

lo contrario, implicaría alter ar los principios de equidad 

procesal y de estricto derecho, entre otros, que rigen en el 

juicio contencioso administrativo.>>  

 

SEXTO. No habiendo actuación alguna pendiente 

por desahogar, de conformidad con los artículos 83, 84, 85, 

86 y 87 de la Ley del Procedimiento Contencioso 

Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza 

siendo el momento procesal oportuno para dictar la 

sentencia,  la Primera Sala Unitaria en Materia Fiscal y 

Administrativa del Tribunal de Justicia Administrativa de 

Coahuila de  Zaragoza, procede a estudiar los concepto s 

de anulación plasmado s por ********** , así como  lo 

expuesto por  el Fiscal General del Estado de Coahuila de 

Zaragoza , la Director a General De Contraloría y Visitaduría , 

la Directora General del Centro de Profesionalización y 

Acreditación, Certificación y Carrera , la Director a de 

Recursos Humanos de la Fiscalía General del Estado de 

Coahuila de Zaragoza , y el Delegado en la Región Sureste 

de la Fiscalía General del Estado de Coahuila , en sus 

escrito s de contestación  a la demanda , en los cual es 

opus ieron  las defensas que estim aron  oportunas, a fin de 

resolver la cuestión efectivamente planteada de manera 



 

 

24 
 
 

pronta, completa e imparcial , sin que su estudio de forma 

conjunta depare perjuicio a los justiciab les8. 

 

En su escrito de demanda, el actor manifiesta que a 

partir de la segunda quince na  de enero del año dos mil 

veinte dejó de percibir su salario, manifestando 

desconocer el acto administrativo del cual deriva dicha 

circunstancia, por lo cual, ocurre ante esta instancia legal 

a fin de demandar la rescisión del vínculo laboral 

equiparado, s in responsabilidad para él; además, se duele 

de que la autoridad demandada  le negó el otorgamiento 

de una licencia, con o sin goce de sueldo, a fin de realizar 

trámites de titulación por grado.  

 

Por su lado, la parte demandada sostiene que la falta 

de pago  del salario del actor no resulta ilegal, sino que 

atiende a que el impetrante excedió de los treinta días 

permitidos por la ley para gozar de licencia médica con 

goce de sueldo, ya que su incapacidad se extendió del 

treinta y uno de octubre de dos mil die cinueve al diecisiete 

de febrero de dos mil veinte; y, por otro lado, manifiesta 

que la negativa de la licencia reclamada se encuentra 

debidamente fundada y motivada.  

 

 

8 Época: Novena Época, Registro: 167961, Instancia: Tribunales Colegiados de 

Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Tomo XXIX, Febrero de 2009, Materia(s): Común, 

Tesis: VI.2o.C. J/304, Página: 1677. CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. 

PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y 

EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 79 de la Ley de 

Amparo previene que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los  

Tribunales Colegiados de Circuito y los Juzgados de Distrito pueden realizar 

el examen conjunto de los conceptos de violación o agravios, así como los 

demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión 

efectivamente planteada, empero no impo ne la obligación al juzgador de 

garantías de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente en su 

escrito de inconformidad, sino que la única condición que establece el 

referido precepto es que se analicen todos los puntos materia de debate, lo 

cual  puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el 

propio orden de su exposición o en uno diverso.  
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Ahora bien, e s conveniente puntualizar  la legislación 

que rige la relación jurídica entr e el actor, en su carácter 

de Agente del Ministerio Público y la Fiscalía General del 

Estado , para lo cual, es menester traer a colación l os 

artículo s 61, 62 y 63 de la Ley Orgánica de la Fiscalía 

General del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como su 

artículo SÉPTIMO TRANSITORIO, que dispone n lo siguiente:  

 
<<Artículo 61. Marco legal.  

El marco legal que regirá las relaciones laborales de los 

servidores públicos adscritos a la Fiscalía General  se integrará 

con las disposiciones contenidas en la Constitución General, la 

Constitución del Estado, el  Estatuto Jurídico de los Trabajadores 

al Servicio del Estado de Coahuila de Zaragoza, esta Ley, la Ley  

General , la Ley del Sistema Estatal, y las demás disposiciones 

aplicables. >> 

 

<<Artículo 62. Régimen Laboral del personal Ministerial, Pericial 

y Policial.  

Los Agentes del Ministerio Público, Peritos y Policías de 

Investigación que formen parte de la Fiscalía General, con 

base a los artículos 21 y 123, apartado B, fracción XIII, de la 

Constitución General, quedarán sujetos al Servicio de Carrera, 

en los términos de la Ley General, la Ley del Sistema Estatal, la 

presente Ley, su Reglamento y la normativ idad que para tal 

efecto expida el Fiscal General. >> 

 

<<Artículo 63. Régimen Laboral de los Trabajadores de 

Confianza.  

En atención a la naturaleza de las funciones que tiene a su 

cargo la Fiscalía General, los demás servidores  públicos distintos 

a los seña lados en el párrafo anterior, que presten sus servicios 

en la misma, incluyendo  al personal de designación especial, 

serán considerados trabajadores de confianza en los términos 

de la Ley  General y de la Ley del Sistema Estatal para todos los 

efectos legal es, por lo que únicamente gozarán de las  medidas 

de protección al salario y de los beneficios de la seguridad 

social. >> 

 

<<SÉPTIMO. Dentro del término de ciento veinte días siguientes 

al inicio de la vigencia de la presente Ley, deberán expedirse 

los regla mentos que se requieran para su pleno cumplimiento.  

 

En tanto no se emita la normatividad indispensable para el 

correcto funcionamiento de la Fiscalía General, se seguirán 

aplicando las disposiciones vigentes legales y administrativas 

de la Procuraduría G eneral de Justicia del Estado al momento 

de la entrada en vigor de la presente Ley, en lo que no se 

opongan a la misma .>> 

Además, deben tenerse en cuenta los artículos 181, 

182 y 183 del Reglamento de la Ley Orgánica de la 
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Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila 

de Zaragoza, establece n: 

 

<<ARTÍCULO 181. MARCO LEGAL. El marco legal que regirá las 

relaciones laborales de los servidores públicos adscritos a la 

Procuraduría  se integrará con las disposiciones de las 

Constitución General, Constitución del Estado, el Estatuto 

Jurídico de los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila 

de Zaragoza, la Ley Orgánica de la Administración Pública, la 

Ley, la Ley General, la Ley del Sistema Estatal, y las demás 

disposiciones aplicables.>>  

 

<<ARTÍCULO 182. RELACIONES ADMINISTRATIVAS. Las relaciones 

de los Agentes del Ministerio Público, los policías y peritos, con 

motivo de la prestación de sus servicios a la Procuraduría, serán 

de  naturaleza administrativa y se regirán, según lo dispuesto por 

la fracción XIII, apartado "B" del artículo 123 de la Constitución 

General, conforme a lo que se establece en el título de 

responsabilidades administrativas en este Reglamento, para 

todo lo co ncerniente a sus derechos, acciones, obligaciones y 

responsabilidades incluido el ingreso, permanencia, ascenso, 

disciplina, rendimiento y retiro por cualquier causa; con 

excepción de las indemnizaciones y prestaciones a que 

tuvieren derecho, las cuales, e n su caso, se calcularán y 

cubrirán, conforme a las leyes aplicables.  

 

La Dirección General de Responsabilidades será la 

competente para atender y resolver lo previsto en este 

artículo. >> 

 

<<ARTÍCULO 183. RELACIONES LABORALES. Las relaciones, 

asuntos y conflictos laborales de los servidores públicos de 

confianza y de base de la Procuraduría, con exclusión de los 

Agentes del Ministerio Público, peritos y Agentes de la Policía 

Investigadora, se regirán por lo dispuesto en el Estatuto Jurídico 

de los Trabajadores al Servicio del Estado y demás 

ordenamientos aplicables.  >> 

 

De lo anterior se tiene que, tanto la Ley Orgánica de 

la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, 

como el Reglamento de la Ley Orgánica de la 

Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila 

de Zaragoza, prevén categorización de los servidores 

públicos adscritos en tres tipos:  

 

1. De base.  

2. De c onfianza.  

3. Agentes del Ministerio Público, Peritos y Agentes de 

la Policía Investigadora . 
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Respecto de los primeros  dos grupos, esto es, los 

servidores públicos de base y de confianza, su vínculo 

jurídico con la Fiscalía General del Estado es de naturaleza 

laboral, constituyendo una autentica relación de trabajo 

de carácter burocrático regida por Constitución Federal , la 

Constitución Local , el Estatuto Jurídico de los Trabajadores 

al Servicio del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley  

Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de 

Zaragoza, la Ley General  del Sistema Nacional de 

Seguridad Pública , la Ley del Sistema de Seguridad Pública 

del Estado de Coahuila de Zaragoza, y las demás que sean 

aplicables.  

 

Por su parte, el tercer grupo  tiene una relación de 

carácter administrativo con la Fiscalía General de l Estado , 

tal como precisa el artículo 182 del Reglamento de la Ley 

Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado 

de Coahuila de Zaragoza, cuyo vínculo se encuentra 

normado por el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos , la 

Ley General  del Sistema Nacional de Seguridad Pública , la 

Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de 

Coahuila de Zaragoza, la Ley Orgánica de la Fiscalía 

General del Estado de Coahuila de Zaragoza , el 

Regla mento  de referencia,  y, la normatividad que para tal 

efecto expida el Fiscal General , excluyendo la aplicación 

del Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio del 

Estado de Coahuila de Zaragoza , y que, las legislaciones 

de carácter laboral únicamente  les son aplicables en 

cuanto a las indemnizaciones y prestaciones a que 

tuvieran derecho, quedando así comprendidos en un 

régimen especial , siendo regulados por sus propias leyes tal 

como dispone el mandato constitucional.  
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 Dicho grupo se encuentra sujet o al Servicio de 

Carrera , tal como dispone el artículo 68 de la Ley Orgánica 

de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, 

que reza:  

 
<<Artículo 68. Integrantes del Servicio de Carrera.  

El Servicio de Carrera de la Fiscalía General estará integrado 

por los siguientes rubros de personal:  

I. Agente del Ministerio Público;  

II. Policía de Investigación, y  

III. Perito.>> 

 

De una interpretación en contrario sensu se obtiene 

que el personal de base y de confianza por regla general 

no forman  parte del servicio profesional de carrera, 

resultando así notorio el tratamiento diferenciado dispuesto 

por las leyes para los distintos grupos de servidores públicos 

adscritos a la Fiscalía General del Estado , atendiendo al 

vínculo de naturaleza laboral para los trabajadores de 

base y de confianza, y de naturaleza administrativa para 

los miembros del Servicio de Carrera, es decir, para los 

Agentes del Ministerio Público, Peritos y Agentes de la 

Policía Investigadora . 

 

De igual forma, el régimen especial a ntes señalado 

se encuentra contenido en los artículos 98 y 110 de la Ley 

del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila 

de Zaragoza, que rezan:  

 

<<Artículo 98 . Régimen laboral   

El régimen laboral de los agentes del Ministerio Público, los 

peritos y los policías de las instituciones de seguridad pública se 

regulará conforme al artículo 123, apartado B, fracción XIII, de 

la Constitución Federal, la presente ley y reglamentos que de 

ésta deriven. >> 

 
<<Artículo 110 . Derechos laborales   

Los integrantes del servicio profesional de carrera de las 

instituciones de seguridad pública gozarán de las prestaciones 

y beneficios de la seguridad social que establezca las leyes 

respectivas. >> 
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Aclarado lo anterior, debe decirse que al ciudadano 

**********  no le asiste derecho para solicitar la rescisión  del 

vínculo jurídico que le une con la Fiscalía General del 

Estado  toda vez que dicha figura no se encuentra prevista 

para aquellos trabajadores, aún por equiparación, a que 

se refiere el apartado  B del artículo 123 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni se encuentra 

regulada en las legislaciones que le son aplicables, es 

decir, el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Me xicanos , la 

Ley General  del Sistema Nacional de Seguridad Pública , la 

Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de 

Coahuila de Zaragoza, la Ley Orgánica de la Fiscalía 

General del Estado de Coahuila de Zaragoza , y el  

Reglamento  de la Ley Orgánica de la Procuraduría 

General de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza.  

 

Es oportuno señalar que es improcedente la 

supletoriedad a dicho respecto por parte de la Ley Federal 

del Trabajo; sirve de sustento la tesis emitida por el Pleno de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable con 

el número P. XXVII/95, la tesis sustentada por el Segundo 

Tribunal Colegiado del Octavo Circuito consultable con el 

número VIII.2o.31 L, así como la jurisprudencia emitida por 

el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer 

Circuito, con el número de tesis III.T. J/32, que 

respectivamente disponen:  

 

<<RESCISION DE LA RELACION LABORAL POR CAUSA IMPUTABLE 

AL ESTADO PATRON. LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL 

SERVICIO DEL ESTADO NO CONCEDE ACCION A LOS 

TRABAJADORES BUROCRATICOS. 

 

La Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado no 

establece en favor de los trabajadores burocráticos una 

acción para rescindir la relación la boral por causa imputable 

al Estado -patrón, similar a la prevista en el artículo 51 de la Ley 

Federal del Trabajo, razón por la cual no es posible aplicar una 

regla similar a la de este precepto, pues si bien es cierto que el 



 

 

30 
 
 

artículo 11 de la ley citada e n primer lugar permite acudir 

supletoriamente a la legislación laboral ordinaria, también lo es 

que, como lo ha sostenido este alto Tribunal en numerosas 

ejecutorias, el sistema de supletoriedad no tiene por objeto 

introducir a la ley instituciones ajenas o inclusive incompatibles 

con su estructura fundamental, sino únicamente regular las 

cuestiones que estando comprendidas en la ley carecen de 

reglamentación o están deficientemente reglamentadas. >> 

 

<<RESCISIÓN DE LA RELACIÓN DE TRABAJO. NO SE PREVÉ EN EL 

CÓDIGO MUNICIPAL DEL ESTADO DE COAHUILA Y NO PROCEDE 

LA SUPLETORIEDAD DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 

 

Del contenido del artículo 530 del Código Municipal para el 

Estado de Coahuila, ordenamiento legal que rige las relaciones 

entre las entidades públicas  municipales de dicho Estado y sus 

trabajadores, se advierte que el indicado precepto legal no 

contempla la acción que establecen los artículos 51 y 52 de la 

ley reglamentaria del artículo 123 constitucional, en favor de los 

trabajadores en general, para r escindir la relación de trabajo 

por causa imputable al patrón, ya que expresamente 

determina todo lo concerniente a la forma para dar por 

concluida la relación de trabajo, a cuya hipótesis se refieren los 

artículos 571, 572 y 573 del mencionado Código Muni cipal, 

debiéndose destacar que en el último de los preceptos 

citados, se establece la única acción que se otorga a los 

trabajadores de las entidades públicas municipales en caso de 

cese injustificado, en el sentido de que solamente pueden 

optar por la rein stalación en el cargo o puesto que 

desempeñaban o que se les cambie de adscripción con sus 

mismos derechos; por ello, en esa hipótesis no cabe la 

aplicación supletoria de la ley laboral, ya que si bien en su 

artículo 536, se establece que en todo lo no pre visto en lo 

relativo a las relaciones laborales entre el Ayuntamiento y sus 

trabajadores, se aplicará supletoriamente y en su orden, el 

Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de 

Coahuila, la Ley Federal del Trabajo, el Código de 

Procedimientos Civiles de dicho Estado, la costumbre y los 

principios generales de derecho; sin embargo, es de destacar 

que la supletoriedad únicamente debe aplicarse cuando en 

un ordenamiento legal, expresamente se contempla la 

prestación, el derecho o la in stitución que se va a 

complementar, por existir algunos aspectos no comprendidos, 

ya que no es lógico ni jurídico acudir a la supletoriedad de la 

ley para crear instituciones extrañas, que el legislador que 

formuló el Código Municipal de referencia, determ inó no 

establecerlas dentro de este cuerpo legal. Por tanto la 

institución relativa a la rescisión de la relación de trabajo, no es 

aplicable supletoriamente a los trabajadores de las entidades 

públicas municipales, pues de lo contrario, se integraría al 

Código Municipal para el Estado de Coahuila, una institución 

ajena a este ordenamiento legal, invadiendo de esa manera 

las atribuciones que le corresponden al órgano legislativo de 

dicho Estado. >> 

 

<<TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS 

MUNICIPIOS. IMPROCEDENCIA DE LA RESCISIÓN DE LA 

RELACIÓN LABORAL POR CAUSA IMPUTABLE AL PATRÓN. 
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No es lógico ni jurídico invocar la suplencia permitida por el 

artículo 10 de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de 

Jalisco y sus Municipios, para crea r prestaciones inexistentes en 

dicha ley, derechos o instituciones extrañas a la ley que permite 

esa supletoriedad, ya que ello significaría una invasión de las 

esferas reservadas al legislador. La rescisión de la relación 

laboral por causa imputable al pa trón, sólo se encuentra 

prevista en la fracción XXII del apartado A del artículo 123 

constitucional y en su ley reglamentaria; en consecuencia, los 

trabajadores al servicio del Estado de Jalisco y sus Municipios 

no tienen fundamento jurídico para rescindir  la relación laboral 

por causa imputable al patrón. >> 

 

En ese orden de ideas, al ser improcedente la 

rescisión del vínculo  administrativo  por causas imputables 

al patrón equiparado, deviene igualmente improcedente  

el reclamo de indemnización constitucional, así como de 

pago de veinte días de salario por cada año de servicios 

prestados .  

 

Por lo que hace al reclamo de pago de prima de 

antigü edad , éste sigue la misma suerte toda vez que dicha 

figura no se encuentra prevista en las legislaciones que 

regulan el vínculo administrativo entre los Agentes del 

Ministerio Público y la Fiscalía General del Estado , por tanto, 

no se surten los presupuestos para la aplicación supletoria 

del artículo 162 de la Ley Federal del Trabajo , toda vez que 

la prima de antigüedad prevista en la legislación en cita no 

es acorde con los principios establecidos por los cuerpos 

normativos referidos en líneas qu e anteceden, en los que 

se advierte que el legislador no tuvo la intención de 

establecer dicha figura, y en consecuencia, resulta 

improcedente la prestación que nos ocupa.  

 

Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia emitida 

por la Segunda Sala de la Su prema Corte de Justicia de la 

Nación, consultable con el número de tesis 2a./J. 34/2013 

(10a.), visible en página 1065, del Semanario Judicial de la 
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Federación y su Gaceta, Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 2, 

Décima Época, cuyo rubro y texto son:  

 
<<SUPLETORIEDAD DE LAS LEYES. REQUISITOS PARA QUE OPERE.  

 

La aplicación supletoria de una ley respecto de otra procede 

para integrar una omisión en la ley o para interpretar sus 

disposiciones y que se integren con otras normas o principios 

generales conteni dos en otras leyes. Así, para que opere la 

supletoriedad es necesario que: a) El ordenamiento legal a 

suplir establezca expresamente esa posibilidad, indicando la 

ley o normas que pueden aplicarse supletoriamente, o que un 

ordenamiento establezca que aplic a, total o parcialmente, de 

manera supletoria a otros ordenamientos; b) La ley a suplir no 

contemple la institución o las cuestiones jurídicas que 

pretenden aplicarse supletoriamente o, aun estableciéndolas, 

no las desarrolle o las regule deficientemente; c) Esa omisión o 

vacío legislativo haga necesaria la aplicación supletoria de 

normas para solucionar la controversia o el problema jurídico 

planteado, sin que sea válido atender a cuestiones jurídicas 

que el legislador no tuvo intención de establecer en la  ley a 

suplir; y, d) Las normas aplicables supletoriamente no contraríen 

el ordenamiento legal a suplir, sino que sean congruentes con 

sus principios y con las bases que rigen específicamente la 

institución de que se trate.>>  

 

Igualmente, es aplicable la tesis sustentada por el 

Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito, consultable con el número de tesis I.5o.A.6 

A (10a.) , visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación , Libro 51, Febre ro de 2018, Tomo III, página 

1469, Décima Época, de rubro y texto siguientes:  

 
<<MIEMBROS DE LA POLICÍA FEDERAL. AL SER DE NATURALEZA 

ADMINISTRATIVA SU RELACIÓN CON EL ESTADO, ESTÁN 

EXCLUIDOS DEL DERECHO A LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO Y DEL 

PAGO DE LA PRIMA DE ANTIGÜEDAD O QUINQUENIO. 

 

Conforme al artículo 2 de la Ley de la Policía Federal, esta 

institución es un órgano administrativo desconcentrado de la 

otrora Secretaría de Seguridad Pública (hoy adscrito a la 

Secretaría de Gobernación), que tiene por  objeto 

salvaguardar la vida, la integridad, la seguridad y los derechos 

de las personas; preservar las libertades, el orden y la paz 

públicos, así como prevenir e investigar la comisión de delitos, 

bajo la conducción y mando del Ministerio Público de la 

Federación. Por su parte, el numeral 123, apartado B, fracción 

XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

establece que los miembros de las instituciones policiales, 

como sucede con los elementos de la Policía Federal, se rigen 

por sus propias leyes; de ahí que la relación entre éstos y el 

Estado sea de naturaleza administrativa, por lo que las 

determinaciones que dicha institución tome en torno a ese 

vínculo jurídico, deberán sujetarse a la normatividad que 
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regula su organización y fu ncionamiento. Por tanto, los 

miembros de la corporación mencionada están excluidos de 

los derechos laborales de los que goza un trabajador al servicio 

del Estado, como son la estabilidad en el empleo y el pago de 

la prima de antigüedad o quinquenio.>>  

 

Aho ra bien, no obstante  la falta de legitimación para 

reclamar la rescisión del vínculo administrativo, es menester 

proceder al análisis relativo a la falta de pago del salario 

del impetrante a partir de la segunda quincena del mes de 

enero de dos mil veinte, a fin de determinar su legalidad o 

ilegalidad, para lo cual, es oportuno mencionar que , en 

cuanto a las licencias, la Ley Orgánica de la Fiscalía 

General del Estado de Coahuila de Zaragoza, en su artículo 

66 establece:  

 

 
<<Artículo 66. Adscripción, asistencia, licencias, permisos, 

comisiones y vacaciones.  

Lo relativo a la adscripción, asistencia, licencias, permisos, 

comisiones y vacaciones de los Servidores Públicos de la 

Fiscalía General será regulado en los reglamentos, 

lineamientos, acuerdos, circulares y demás ordenamientos 

respectivos.>>  

 

Por su parte, el Reglamento de la Ley Orgá nica de la 

Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila 

de Zaragoza, dispone en su Sección VI, esto es, de los 

numerales 200 a 205, lo que se transcribe a continuación:  

 

<<SECCIÓN VI 

LICENCIAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DE LA 

PROCURADURÍA ARTÍCULO 

 

200. PROHIBICIÓN. Los servidores públicos de la Procuraduría no 

podrán separarse del ejercicio del cargo, sino por motivos 

debidamente justificados y mediante licencia. En ningún caso 

podrán hacerlo antes de que el sustituto tome pos esión.  

 

ARTÍCULO 201. LICENCIAS CON GOCE DE SUELDO. El Procurador 

podrá conceder licencias con goce de sueldo a los servidores 

públicos de la Procuraduría hasta por el término de ocho días. 

También concederá licencias en los casos previstos por el 

Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado y 

demás ordenamientos aplicables.  

 

Para los efectos del artículo anterior, el servidor público deberá 

solicitar la licencia al Procurador, quien remitirá al 
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Subprocurador Jurídico, de Derechos Humano s y de 

Investigaciones Especiales, para que por conducto de la 

Dirección General Jurídica, de Derechos Humanos y 

Consultiva, analice la procedencia de la misma y en su caso 

elabore la documentación que deba suscribir el Procurador.  

 

El Gobernador conceder á las licencias que sean procedentes 

al Procurador y a los Subprocuradores.  

 

ARTÍCULO 202. LICENCIAS MÉDICAS. Tratándose de licencias 

médicas por enfermedad deberán presentarse por el 

interesado o por cualquier persona, a la unidad administrativa 

correspo ndiente, dentro de las cuarenta y ocho horas 

siguientes a su expedición. La licencia deberá ser elaborada 

por la institución que preste el servicio médico a los 

trabajadores del estado . El incumplimiento a lo anterior se 

considerará falta injustificada.  

 

Los titulares de las unidades administrativas dentro de las 24 

horas siguientes a la recepción de una licencia médica por 

enfermedad, deberán de remitir la original a la Dirección de 

Recursos Humanos para su resguardo en el expediente 

personal del servidor  público de que se trate y copia simple a 

la Dirección General Jurídica, de Derechos Humanos y 

Consultiva, para el análisis y revisión correspondiente.  

 

ARTÍCULO 203. EXCLUSIÓN DE ENFERMEDADES. Por lo que se 

refiere a enfermedades y accidentes que no cons tituyan 

riesgos de trabajo, se estará a lo previsto en el Estatuto Jurídico 

para los Trabajadores al Servicio del Estado .  

 

ARTÍCULO 204. INCAPACIDAD LABORAL. Si la incapacidad se 

origina en el servicio o con motivo de este, tendrá derecho el 

incapacitado a disfrutar íntegramente de su sueldo y de las 

prestaciones que conforme a la legislación aplicable le 

correspondan.  

 

ARTÍCULO 205. LINEAMIENTOS ESPECIALES PARA AGENTES DEL 

MINISTERIO PÚBLICO, PERITOS Y POLICÍAS INVESTIGADORES. Las 

disposiciones contenida s en los artículos 200 a 204  del presente 

reglamento, también serán aplicables a todos los agentes del 

ministerio público , peritos y policías investigadores. >> 

(Subrayado añadido)  

 

Por su parte, el referido Estatuto Jurídico para los 

Trabajadores al Servicio del Estado, dispone:  

 

<<CAPITULO II. 

ENFERMEDADES Y ACCIDENTES QUE NO CONSTITUYEN RIESGOS 

DE TRABAJO. 

 

ARTICULO 89.- Los trabajadores que sufran riesgos no 

profesionales, tendrán derecho a que se les concedan 

licencias, para dejar de concurrir a sus labores, previo 

dictamen y la consecuente vigilancia médica, en los términos 

siguientes:  

 

I.- En caso de enfermedades y accidentes que no constituyen 

riesgos de t rabajo, el trabajador podrá faltar hasta 30 días en 
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un año , con o sin goce de sueldo, a discreción del titular de la 

dependencia y atendiendo a la causa que motiva el riesgo;  

 

II.- Si al vencer la licencia con goce de sueldo continúa la 

incapacidad, se pro rrogará al trabajador la licencia, ya sin 

goce de sueldo , hasta totalizar en conjunto 52 semanas. Si al 

vencer este último término, continúa la incapacidad, el 

trabajador quedará separado del empleo, sin responsabilidad 

para el titular de la dependencia.  

 

Las licencias serán  continuas o discontinúas, una sola vez cada 

año, contando a partir del momento en que se tomó posesión 

del puesto .>> (Subrayado añadido)  

 

De lo antes transcrito se verifica que los Agentes del 

Ministerio Público tienen derecho al otorga miento de 

licencias médicas por enfermedades y accidentes que no 

constituyan riesgo de trabajo hasta por treinta días al año, 

computados a partir de la fecha de la toma de posesión 

del puesto  y no como año calendario . 

 

Ahora bien, en la especie, el accionante demostró 

desempeñarse como Agente del Ministerio Público desde 

fecha uno de noviembre de dos mil catorce, lo que quedó 

acreditado mediante el nombramiento de la misma fecha, 

suscrito por el licenciado ********** , en  su calidad de 

Procurador General de Justicia del Estado, instrumento 

público que en original fue exhibido por el pleiteante, 

visible a foja veinticinco de autos, mismo que goza de 

plena eficacia probatoria de conformidad con el artículo 

78, fracción I, de  la Ley del Procedimiento Contencioso 

Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza.  

 

No es óbice a lo anterior que la Directora de Recursos 

Humanos de la Fiscalía General del Estado de Coahuila, al 

contestar a la demanda, haya mencionado en el 

cor relativo al hecho uno, que el ciudadano **********  se 

desempeñó como Policía Primero a partir del uno de marzo 

de dos mil quince, pues por un lado, no ofreció medios de 

convicción a fin de acreditar su dicho, y por otra parte, no 
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objet ó en términos de la Ley de la materia la autenticidad 

del nombramiento de fecha uno de noviembre de dos mil 

catorce exhibido por su contraparte . 

 

En esa tesitura, el parámetro para el cómputo del 

aniversario de las licencias por enfermedades y accidentes 

que  no constituyan riesgos de trabajo lo es el referido día 

uno de noviembre  de cada año.  

 

En ese orden de ideas, el último periodo para el 

accionante de treinta días para disfrutar de licencias 

médicas por cuestiones distintas a riesgos de trabajo corrió 

del uno de noviembre de dos mil diecinueve al uno de 

noviembre de dos mil veinte.  

 

Teniendo en cuenta lo anterior, es oportuno 

mencionar que, tal como se verifica de las licencias 

médicas ofrecidas por el impetrante 9, así como de las 

copias certifi cadas aportadas por las autoridades 

demandadas 10, las referidas licencias  fueron expedidas 

con motivo de << Enfermedad  General >>, es decir, no 

tienen como origen un riesgo de trabajo.  

 

En ese contexto , en el periodo de tiempo computado 

a partir del día uno de noviembre de dos mil diecinueve en 

que se cumplió el aniversario de la toma del puesto de 

Agente del Ministerio Público por parte del aquí 

demandante, le fueron otorgadas las siguientes licencias 

médicas:  

Número de 

Serie 

Fecha de 

Expedición  

Número de 

días 

otorgados  

Sumatoria 

días 

acumulados  DIA MES AÑO  

**********  18 11 2019 3 3 

**********  21 11 2019 3 6 

**********  24 11 2019 3 9 

 

9 Fojas 40 a 42, tomo I  
10 Tomándose para referencia las visibles  de foja 181 a 188  en obvio de 

repeticiones.  
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**********  27 11 2019 10 19 

**********  09 12 2019 12 31 

**********  19 12 2019 19 50 

**********  02 01 2020 3 53 

**********  05 01 2020 3 56 

**********  08 01 2020 3 59 

**********  14 01 2020 1 60 

**********  16 01 2020 3 63 

**********  20 01 2020 7 70 

**********  27 01 2020 7 77 

**********  05 02 2020 7 84 

**********  12 02 2020 7 91 

TOTAL DE DÍAS OTORGADOS: 91 

 

De dichas licencias médicas, deben tenerse en 

consideración que el Subcomité de Licencias Médicas del 

Hospital General  Saltillo consideró invalidas las licencias, 

********** , ********** , ********** , ********** , ********** , ********** , 

********** , tal como se verifica  de la minuta de fecha tres 

de marzo de dos mil veinte 11, que se adjuntó al oficio 

**********  de fecha diecinueve de marzo de dos mil 

veinte 12, que a su vez, se allegó mediante oficio ********** 13, 

documentos que fueron ofrecidos por la Fiscalía General 

del Estado  al contestar a la demanda.  

 

Lo anterior es relevante toda vez que, del informe de 

autoridad desahogado por el Subdelegado Médico del 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado mediante el oficio ********** 14, 

allegado a juicio a través del oficio ********** 15 como medio 

de prueba de la intención del demandante, se desprende 

que el referido Subdelegado informó que la invalidez de las 

licencias m édicas equivale a no tener licencia, por lo cual, 

es dable sostener que las inasistencias a las labores deben 

consider arse una falta injustificada, y no como una licencia 

médica.  

 

11 Fojas 193 a 195, tomo I  
12 Foja 192, tomo I  
13 Foja 191, tomo I  
14 Foja 506, tomo I  
15 Foja 505, tomo I  
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En ese orden de ideas, deben computarse para 

efectos del artículo 89 del Estatuto Jurídico para los 

Trabajadores al Servicio del Estado, únicamente las 

licencias médicas siguientes:  

 

Número de 

Serie 

Fecha de 

Expedición  

Número de 

días 

otorgados  

Sumatoria 

días 

acumulados  DIA MES AÑO  

**********  24 11 2019 3 3 

**********  27 11 2019 10 13 

**********  09 12 2019 12 25 

**********  19 12 2019 14 39 

**********  02 01 2020 3 42 

**********  14 01 2020 1 43 

**********  16 01 2020 3 46 

**********  27 01 2020 7 53 

TOTAL DE DÍAS OTORGADOS: 53 

  

Con  la anterior tabla se ilustra que, tal como lo señala 

la parte demandada, el ciudadano **********  sobrepasó 

los treinta días de licencia médica por cuestiones distintas 

a riesgos de trabajo a que se refiere el artículo 89 del 

Estatuto Jurídico para los Tra bajadores al Servicio del 

Estado, acumulando más de treinta  días mediante el 

otorgamiento de la licencia médica con número de serie 

**********  de fecha diecinueve  de diciembre de dos mil 

diecinueve, por lo que  la Fiscalía General del Estado  ya no 

se encontraba obligada a efectuar el pago del salario 

correspondiente , pues de conformidad con el precepto 

legal en cita, las subsecuentes licencias lo serían sin goce 

de sueldo.  

 

Lo anterior es relevante a fin de resolver sobre la 

circunstancia rel ativa al desconocimiento del actor de la 

resolución que ordenó se le dejaran de pagar sus 

emolumentos , anticipándose que dicho concepto de 

anulación es fundado  pero inoperante . 
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A mayor abundamiento, los actos emitidos por la 

Fiscalía General del Estado  en atención a la relación 

administrativa que le une con los Agentes del Ministerio 

Público deben reunir los requisitos contemplados por las 

normas que rigen los actos administrativ os, pues éstos no 

constituyen actos de un particular ð por equiparación ð sino 

de autoridad , tal como lo definió el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 

consultable con el número de tesis P./J. 24/95 , visible en el 

Semana rio Judicial de la Federación y su Gaceta , Tomo II, 

Septiembre de 1995, página 43 , Novena Época, de rubro y 

texto siguientes:  

 

<<POLICIAS MUNICIPALES Y JUDICIALES AL SERVICIO DEL 

GOBIERNO DEL ESTADO DE MEXICO Y DE SUS MUNICIPIOS. SU 

RELACION JURIDICA ES DE NATURALEZA ADMINISTRATIVA. 

 

La relación Estado -empleado fue, en principio de naturaleza 

administrativa, pero en derecho positivo mexicano, en 

beneficio y protección de los empleados, ha transformado la 

naturaleza de dicha relación equiparánd ola a una de carácter 

laboral y ha considerado al Estado como un patrón sui generis. 

Sin embargo, de dicho tratamiento general se encuentran 

excluidos cuatro grupos a saber: los militares, los marinos, los 

cuerpos de seguridad pública y el personal del ser vicio exterior, 

para los cuales la relación sigue siendo de orden administrativo 

y, el Estado, autoridad. Por tanto, si los miembros de la policía 

municipal o judicial del Estado de México, constituyen un 

cuerpo de seguridad pública, están excluidos por la  fracción 

XIII Apartado B del artículo 123, en relación con los artículos 115, 

fracción VIII, segundo párrafo y 116, fracción V, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la 

determinación jurídica que considera la relación del servici o 

asimilada a la de trabajo y al Estado equiparado a un patrón, 

de donde se concluye que la relación que guardan con el 

gobierno del Estado o del Municipio, es de naturaleza 

administrativa y se rige por las normas también administrativas 

de la ley y reglam entos que les correspondan y que, por lo 

tanto, las determinaciones que dichas entidades tomen en 

torno a ésta no constituyen actos de particulares, sino de una 

autoridad, que en el caso particular referente a la orden de 

baja del servicio, hace procedente  el juicio de amparo ante el 

juez de Distrito.>>  

 

En ese orden de ideas, el acto de autoridad debe 

constar por escrito, debidamente fundado y motivado, de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 4 de la Ley de 
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Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila 

de Zaragoza, sin embargo, a nada práctico conduciría  

ordenar  a la Fiscalía General del Estado  la emisión de la 

resolución  relativa a las retenciones del salario 

correspondiente a la segunda quincena d e enero ð habida 

cuenta que puede ser subsanado de conformidad con los 

artículos 7 y 8 de la Ley de Procedimiento Administrativo 

para el Estado de Coahuila de Zaragoza ð toda vez que 

quedó demostrado que el impetrante actualizó  el supuesto 

previsto por el artículo 89 del Estatuto Jurídico para los 

Trabajadores al Servicio del Estado , por tanto,  todas 

aquellas licencias médicas que le fueron otorgadas con 

posterioridad a los treinta días de incapacidad 

computados mediante la concesión de la licencia 

identificada con el número de serie **********  de fecha 

diecinueve  de diciembre de dos mil diecinueve, deben ser 

sin goce de sueldo . 

 

Sirve de apoyo a la presente determinación la 

jurisprudencia emitida por la otrora Tercera Sala del Alto 

Tribunal, consult able con el número de registro electrónico 

917642, tesis 108, visible en página 85, del Apéndice 2000, 

Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN , Séptima Época, de 

título y cuerpo siguientes:  

 

<<CONCEPTOS DE VIOLACIÓN FUNDADOS, PERO INOPERANTES.- 

 

Si del estudio que en el juicio de amparo se hace de un 

concepto de violación se llega a la conclusión de que es 

fundado, de acuerdo con las razones de incongruencia por 

omisión esgrimidas al respecto po r el quejoso; pero de ese 

mismo estudio claramente se desprende que por diversas 

razones que ven al fondo de la cuestión omitida, ese mismo 

concepto resulta inepto para resolver el asunto 

favorablemente a los intereses del quejoso, dicho concepto, 

aunque f undado, debe declararse inoperante y, por tanto, en 

aras de la economía procesal, debe desde luego negarse el 

amparo en vez de concederse para efectos, o sea, para que 

la responsable, reparando la violación, entre al estudio omitido, 

toda vez que este proc eder a nada práctico conduciría, 

puesto que reparada aquélla, la propia responsable, y en su 

caso la Corte por la vía de un nuevo amparo que en su caso y 
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oportunidad se promoviera, tendría que resolver el negocio 

desfavorablemente a tales intereses del que joso; y de ahí que 

no hay para qué esperar dicha nueva ocasión para negar un 

amparo que desde luego puede y debe ser negado.>>  

 

Así como la jurisprudencia sustentada por el Tercer 

Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 

consultable con el número de tesis I.3o.C. J/32 , visible en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta , Tomo XX, 

Julio de 2004 , página 1396, Novena Época, del siguiente 

tenor:  

 
<<CONCEPTOS DE VIOLACIÓN FUNDADOS PERO INOPERANTES. 

DEBEN DECLARARSE ASÍ, CUANDO EXISTA SEGURIDAD ABSOLUTA 

EN CUANTO A LA IRRELEVANCIA DE LA OMISIÓN EN QUE 

INCURRIÓ LA AUTORIDAD RESPONSABLE Y NO SEA NECESARIO 

SUSTITUIRSE EN SU ARBITRIO PARA DEFINIR CUESTIONES DE 

FONDO. 

 

Conforme a la jurisprudencia de la Tercera Sala de la anterior 

integración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo 

rubro es: "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN FUNDADOS, PERO 

INOPERANTES.", cuando en un juicio de amparo se considere 

fundado un concepto de violación por razones de 

incongruencia por omisión, pero a la vez se advierta que tal 

cuestión no es apta para resolver el asunto en forma favorable 

a los intereses del quejoso, el concepto aduc ido, aun cuando 

sea fundado, debe declararse inoperante, por razones de 

economía procesal, atendiendo a que a nada práctico 

conduciría conceder el amparo y protección de la Justicia 

Federal para el efecto de que se analizara una cuestión 

innecesaria, dado que el sentido del fondo del asunto seguiría 

siendo el mismo, en detrimento del principio de economía 

procesal y la pronta administración de justicia que establece el 

artículo 17 constitucional. Sobre esas bases, el tribunal de 

amparo debe pronunciarse res pecto de los puntos que no 

fueron abordados por la autoridad de la instancia, porque de 

concederse la protección federal para que se subsanen no 

cambiaría el sentido del acto reclamado. Por tanto, es 

improcedente esa declaración de inoperancia cuando no 

existe la seguridad absoluta de la irrelevancia de la omisión en 

que haya incurrido la autoridad común al ser necesario el 

ejercicio de su arbitrio jurisdiccional para dilucidar aspectos de 

fondo, ya sea en valoración de pruebas, apreciación de 

hechos, inter pretación y aplicación de normas o de contratos, 

porque en estos supuestos invariablemente corresponde a la 

autoridad ocuparse del análisis de las cuestiones omitidas, pues 

de lo contrario, la potestad de amparo podría dejar inaudita a 

una de las partes; d e ahí que la determinación de que un 

concepto de violación es fundado pero inoperante, 

únicamente es adecuada ante una clara y evidente solución 

del asunto, pero no cuando se requiere de mayores reflexiones 

en ejercicio del aludido arbitrio jurisdiccional. >> 
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En esa misma tesitura, al haberse demostrado que la 

retención de los emolumentos solicitada por la parte 

demandada a la Secretaría de Finanzas, como se 

demostró mediante la copia certificada del oficio FGE 

**********  de fecha catorce de enero de dos mi l veinte y su 

listado anexo 16, fue realizada de manera fundada , resultan 

igualmente improcedentes las pretensiones consistentes en 

dar  vista  a  las autoridades que proceda a fin de que se 

inicien los procedimientos de responsabilidad 

administrativa , y, condenar a la reparación del daño 

patrimonial . 

 

Además, por lo que respecta a la pretensión 

consistente en las quincenas dejadas de percibir desde el 

treinta y uno de enero de dos mil veinte hasta aquella 

fecha en que se resuelva el presente juicio, debe decirse 

que el accionante no demostró tener derecho a 

percibirlas , toda vez que es improcedente la acción de  

rescisión incoada en la presente vía.  

 

No pasa  desapercibido que la Directora de Recursos 

Humanos de la Fiscalía General del Estado de Coahuila , al 

contestar a la demanda, manifestó que el actor fue dado 

de baja al haber acumulado más de tres faltas en un 

periodo de treinta días, sin que en el presente caso el actor 

hubiese controvertido dicha baja o impugnado la misma 

al ampliar la demanda, sino que se limitó a señalar que las 

actas administrativas exhibidas no están circunstanciadas  

en que se hacen con star sus inasistencias;  que tampoco se 

dio vista con ellas a la Junta de Conciliación Arbitraje,  y 

adujo  que el motivo de su inasistencia se debió a que se le 

privó de la protección al salario , y, a que impugnó los actos 

de autoridad, lo que estima justifi ca su ausencia.  

 

16 Fojas 109 y 110, respectivamente , tomo I . 
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A dicho res pecto, debe decirse que, por una parte  

los servidores públicos adscritos a la Fiscalía General del 

Estado  tienen  prohibido  ausentarse de su labores , 

solamente  mediante previa acreditación de motivos 

justificados y otorgamiento de la licencia correspondiente, 

como se verifica del artículo 200 del Reglamento de la Ley 

Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado 

de Coahuila de Zaragoza 17, por lo que  resulta inatendible 

el motivo que arguye como justificación para no 

presentarse a sus labores, habida cuenta que el actor tenía 

conocimiento de que debía presentarse a desempeñar sus 

actividades al término de la licencia médica  que le fue 

otorgada , es dec ir, debió presentarse a partir del 

dieciocho de febrero de dos mil veinte  toda vez que la 

licencia médica con número de serie **********  venció el 

día diecisiete del mismo mes y año , pues del material 

probatorio que obra en autos  no se advierte  que el referido 

pleiteante contase con licencia otorgada que le autorizara 

no presentarse a sus labores, así como tampoco que se le 

hubiese extendido una nueva licencia médica por los días 

en que se ausento de sus labores.  

 

Bajo dicho orden de ideas, las  actas administrativas 

exhibidas por la parte demandada son aptas para 

demostrar las inasistencias del demandante , máxime que  

si se encuentran debidamente circunstanciadas, pues en 

todas ellas 18 se asentó  la fecha y hora,  que los 

comparecientes se encontra ban en las Oficinas de la 

Delegación Región centro, que el ciudadano **********  no 

 

17 200. PROHIBICIÓN. Los servidores públicos de la Procuraduría no podrán 

separarse del ejercicio del cargo, sino por motivos debidamente j ustificados 

y mediante licencia. En ningún caso podrán hacerlo antes de que el sustituto 

tome posesión.  
18 Fojas 222 a 226, tomo I . 
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se presentó a laborar, y, que no solicitó ni se le concedió 

autorización alguna para llegar después de la hora de 

entrada o faltar a sus actividades , por lo que los 

argument os en contra de dichas actas vertidos por el 

accionante resultan inatendibles . No debe perderse de 

vista que el vínculo que unía al demandante con la Fiscalía 

General del Estado  es de naturaleza administrativa, por lo 

cual no resulta aplicable la vista que  según su dicho se 

debió dar a la Junta de Conciliación y Arbitraje, pues por 

una parte, ésta no es competente para conocer de las 

controversias entre dicha dependencia pública y los 

Agentes del Ministerio Público, y por otra parte, toda vez 

que  no resulta  aplicable la Ley Federal del Trabajo para 

regir dicho vínculo, pues no es laboral sino administrativo.  

 

Amén de lo anterior, el impetrante no combatió 

frontalmente la baja de la que fue objeto por la parte 

demandada, pues no expuso razonamientos tendientes a 

denotar su ilegalidad , y por tanto, esta resolutora se 

encuentra impedida para proceder a su estudio  por no ser 

una cuestión hecha valer por el actor , esto con 

fundamento en lo dispuesto por el artículo 84, primer 

párrafo, de la Ley del Procedimiento Contencioso 

Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza 19, 

así como el numeral 106, primer párrafo, de la Ley de 

Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila 

de Zaragoza 20. 

Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia emitida 

por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 

Auxiliar de la Quinta Región, consultable con el número de 

tesis (V Región)  2o. J/1 (10a.) , consultable en la Gaceta del 

 

19 Artículo 84 .- La Sala del conocimiento al pronunciar la sentencia, suplirá las 

deficiencias de la demanda, sin analizar cuestiones que no hayan sido 

hechas valer. En todos los casos se limitará a los puntos de la litis planteada.  
20 Artículo 106 . No se podrán revocar o modificar los actos administrativos en 

la parte no impugnada por el recurrente.  
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Semanario Judicial de la Federación , Libro 22, Septiembre 

de 2015, Tomo III, página 1683 , Décima Época, de rubro y 

texto del siguiente tenor:  

 
<<CONCEPTOS O AGRAVIOS INOPERANTES. QUÉ DEBE 

ENTENDERSE POR "RAZONAMIENTO" COMO COMPONENTE DE LA 

CAUSA DE PEDIR PARA QUE PROCEDA SU ESTUDIO. 

 

De acuerdo con la conceptualización que han desarrollado 

diversos juristas de la doctrina moderna respecto de los 

elementos de la causa petendi, se colige que ésta se compone 

de un hecho y un razonamiento con el que se explique la 

ilegal idad aducida. Lo que es acorde con la jurisprudencia 

1a./J. 81/2002, de la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación en el sentido de que la causa de pedir no 

implica que los quejosos o recurrentes pueden limitarse a 

realizar meras afirmaci ones sin sustento o fundamento, pues a 

ellos corresponde (salvo en los supuestos de suplencia de la 

deficiencia de la queja) exponer, razonadamente, por qué 

estiman inconstitucionales o ilegales los actos que reclaman o 

recurren; sin embargo, no ha quedado  completamente 

definido qué debe entenderse por razonamiento. Así, 

conforme a lo que autores destacados han expuesto sobre 

este último, se establece que un razonamiento jurídico 

presupone algún problema o cuestión al cual, mediante las 

distintas formas int erpretativas o argumentativas que 

proporciona la lógica formal, material o pragmática, se 

alcanza una respuesta a partir de inferencias obtenidas de las 

premisas o juicios dados (hechos y fundamento). Lo que, 

trasladado al campo judicial, en específico, a los motivos de 

inconformidad, un verdadero razonamiento 

(independientemente del modelo argumentativo que se 

utilice), se traduce a la mínima necesidad de explicar por qué 

o cómo el acto reclamado, o la resolución recurrida se aparta 

del derecho, a través d e la confrontación de las situaciones 

fácticas concretas frente a la norma aplicable (de modo tal 

que evidencie la violación), y la propuesta de solución o 

conclusión sacada de la conexión entre aquellas premisas 

(hecho y fundamento). Por consiguiente, en los asuntos que se 

rigen por el principio de estricto derecho, una alegación que 

se limita a realizar afirmaciones sin sustento alguno o 

conclusiones no demostradas, no puede considerarse un 

verdadero razonamiento y, por ende, debe calificarse como 

inopera nte; sin que sea dable entrar a su estudio so pretexto de 

la causa de pedir, ya que ésta se conforma de la expresión de 

un hecho concreto y un razonamiento, entendido por éste, 

cualquiera que sea el método argumentativo, la exposición en 

la que el quejoso o recurrente realice la comparación del 

hecho frente al fundamento correspondiente y su conclusión, 

deducida del enlace entre uno y otro, de modo que evidencie 

que el acto reclamado o la resolución que recurre resulta 

ilegal; pues de lo contrario, de anali zar alguna aseveración que 

no satisfaga esas exigencias, se estaría resolviendo a partir de 

argumentos no esbozados, lo que se traduciría en una 

verdadera suplencia de la queja en asuntos en los que dicha 

figura está vedada.>>  
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La jurisprudencia  emitid a  por la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación consultable con el 

número de tesis 1a./J. 81/2002 , visible en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta , Tomo XVI, 

Diciembre de 2002, página 61 , Novena Época, de título y 

texto siguientes:  

 
<<CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. AUN CUANDO 

PARA LA PROCEDENCIA DE SU ESTUDIO BASTA CON EXPRESAR LA 

CAUSA DE PEDIR, ELLO NO IMPLICA QUE LOS QUEJOSOS O 

RECURRENTES SE LIMITEN A REALIZAR MERAS AFIRMACIONES SIN 

FUNDAMENTO. 

 

El hecho de que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación haya establecido en su jurisprudencia que 

para que proceda el estudio de los conceptos de violación o 

de los agravios, basta con que en ellos se exprese la causa de 

pedir, obed ece a la necesidad de precisar que aquéllos no 

necesariamente deben plantearse a manera de silogismo 

jurídico, o bien, bajo cierta redacción sacramental, pero ello 

de manera alguna implica que los quejosos o recurrentes se 

limiten a realizar meras afirmaci ones sin sustento o fundamento, 

pues es obvio que a ellos corresponde (salvo en los supuestos 

legales de suplencia de la queja) exponer razonadamente el 

porqué estiman inconstitucionales o ilegales los actos que 

reclaman o recurren. Lo anterior se corrobor a con el criterio 

sustentado por este Alto Tribunal en el sentido de que resultan 

inoperantes aquellos argumentos que no atacan los 

fundamentos del acto o resolución que con ellos pretende 

combatirse.>>  

 

Así como la jurisprudencia emitida por el Segundo 

Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, consultable con el 

número de tesis VI. 2o. J/44 , visible en el Semanario Judicial 

de la Federación , Tomo V, Segunda Parte -2, Enero-Junio de 

1990, página 664 , Octava Ép oca, de rubro y cuerpo 

siguientes:  

 
<<AGRAVIOS, NO LO SON LAS MANIFESTACIONES DE 

INCONFORMIDAD CON EL FALLO IMPUGNADO, NI LA SIMPLE 

INVOCACION DE PRECEPTOS LEGALES QUE SE ESTIMAN 

VIOLADOS. 

 

Las simples manifestaciones vagas e imprecisas de 

inconformidad con el sentido de la sentencia recurrida, no 

pueden considerarse como agravios si no atacan los 

fundamentos vertidos en el fallo impugnado, ni exponen 

argumentos jurídicos concretos para demos trar por qué los 

preceptos invocados son violatorios de garantías; si no que es 

necesario precisar qué razonamientos del a quo se estiman 

incorrectos, en qué consistió la violación aducida, y los 
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argumentos lógicos y jurídicos tendientes a demostrar la 

ilegalidad de las consideraciones de la sentencia.>>  

 

Así las cosas, dada la baja cuya legalidad no fue 

cuestionada ni impugnada por el impetrante en el 

momento procesal oportuno, el acto impugnado restante , 

consistente en la negativa de otorgar licencia, con o sin 

goce de sueldo, a efecto de que el demandante realice 

trámites de titulación por grado, se traduce en un acto 

consumado, toda vez que no es posible otorgar una 

licencia para separarse del encargo cuando el mismo ha 

concluido, esto mediante la separación del impetrante al 

haber acumulado más de tres faltas en un periodo de 

treinta días , por lo cual, es procedente declarar el 

sobreseimiento parcial del juicio, es decir, por lo que 

respecta dicho acto  impugnado, al actualizarse la 

hipótesis prevista en el artículo 80, fracción II, en relación 

con el numeral 79, fracción VIII, ambos de la Ley del 

Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado 

de Coahuila de Zaragoza.  

 

Señalado lo anterior, debe  decirse que, no obstante 

que la baja del actor no fue controvertida por éste último, 

la Fiscalía General del Estado  se encuentra constreñida al 

pago de las prestaciones proporcionales que en derecho 

le correspondan  al ciudadano **********  por el desempeño 

del encargo de Agente del Ministerio Público , sin que ésta 

Sala pueda proceder al estudio, determinación y 

liquidación de las mismas al no formar parte de la litis, 

además de no contar con la fecha en que se declaró o 

produjo la baja corr espondiente , por lo cual, se dejan a 

salvo los derechos del impetrante para solicitar el pago de 

las prestaciones  proporcionales que legalmente  le 

correspondan , en la vía y forma que resulten procedentes.  
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Estimándose aplicable el criterio sustentado por la 

Primera Sala del Alto Tribunal, consultable con el número 

de tesis 1a. LXXVII/2019 (10a.) , visible en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación , Libro 70, Septiembre 

de 2019, Tomo I, página 125 , Décima Época, de rubro y 

texto siguientes:  

 

<<TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. LA DETERMINACIÓN QUE DECRETA 

LA IMPROCEDENCIA DE LA VÍA Y DEJA A SALVO LOS DERECHOS 

DEL ACCIONANTE, DEBE PERMITIR MATERIALMENTE AL ACTOR 

INICIAR UN NUEVO PROCEDIMIENTO EN LA VÍA Y FORMA 

CORRESPONDIENTES. 

 

El derecho fundamental a una tutela judicial efectiva, previsto 

en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y 8 y 25 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, es un derecho público subjetivo que toda 

persona tiene para acceder de manera pronta y expedita a 

tribunales independientes e imparciales, a plantear una 

pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que a través de 

un proceso en el que se respeten ciertas formalidades se 

de cida sobre la pretensión o la defensa, y en su caso, se 

ejecute tal decisión, dentro de los plazos y términos que fijen las 

leyes. Ahora, si bien la ley aplicable no deberá imponer límites 

al derecho a una tutela judicial efectiva, sí preverá requisitos y 

formalidades esenciales para el desarrollo del proceso; uno de 

estos requisitos es la procedencia de la vía, cuyo estudio es de 

orden público y debe atenderse previamente a la decisión de 

fondo, ya que el análisis de las acciones sólo puede realizarse 

si la vía escogida es procedente, pues de no serlo, las 

autoridades jurisdiccionales estarían impedidas para resolver 

sobre ellas. Sin embargo, cuando se ejerza una acción, se siga 

su procedimiento y dentro del mismo, se llegue a determinar la 

improcedencia de  la vía, dejando a salvo los derechos del 

actor para que los deduzca en la vía y forma que corresponda, 

debe garantizarse la posibilidad material de acceder a la 

instancia respectiva, aun cuando a la fecha de la 

determinación haya precluido, ya que su trám ite en la vía 

incorrecta por sí mismo, no constituye una actitud de desinterés 

o negligencia. Dado lo anterior, la autoridad que advierta la 

improcedencia de la vía, al dejar a salvo los derechos de la 

promovente, debe aclarar que, en caso de que las quejo sas 

decidieran promover su acción en la vía y términos 

correspondientes, no debe considerarse que ha operado la 

prescripción, pues su cómputo no debe incluir el tiempo en que 

se tramitó el procedimiento en la vía incorrecta; pues de otra 

manera implicaría una obstaculización al acceso a la justicia y 

el establecimiento de un derecho ilusorio con respecto a sus 

fines. En el entendido que en los casos donde la pérdida de la 

acción derive de la negligencia o de la falta de diligencia de 

las partes, no es dable  aducir una afectación al derecho a una 

tutela judicial efectiva, porque ello es atribuible exclusivamente 

al actuar de los interesados.>>  

 

P R U E B A S 
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Hecho lo anterior, se procede a la valoración y 

determinación del alcance de las pruebas ofrecidas  de la 

intención de la parte actora ; así como de las autoridades 

demandadas . 

 

Cabe mencionar que el estudio de la s prueb as de 

presunciones y de actuaciones de la intención de la s parte s 

se encuentra n inmersas en el estudio del diverso material 

probatorio aportado, sin que su falta de valoración expresa 

cause agravio a las  oferente s21. 

 

Ahora bien , cabe precisar que la parte actora, ofreció 

y se le tuvieron por admitidas además las siguientes 

pruebas :  

 

Respecto al escrito de demanda : 

Documental pública, consistente en oficio sin número 

de fecha primero de noviembre de dos mil catorce, 

mediante el cual se designa a la parte actora como Agente 

del Ministerio Público en la Delegación Sureste, suscrito por 

 

21 Época: Octava Época, Registro: 224835, Instancia: Tribunales Colegiados 

de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación, Tomo VI, Segunda Parte -1, Julio-Diciembre de 1990, Materia(s): 

Laboral, Tesis: VII. 1o. J/9, Pá gina: 396. PRUEBAS, OMISION DE ANALISIS DE LAS 

PRUEBAS PRESUNCIONAL E INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES. Carece de 

trascendencia jurídica que la junta no analice expresamente las pruebas 

presuncional e instrumental de actuaciones, si el estudio de las mismas se 

encuentra implícito en el que se hizo de las demás consideradas en el laudo 

combatido . 

 
Época: Octava Época, Registro: 209572, Instancia: Tribunales Colegiados de 

Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, 

Tomo XV, Enero  de 1995, Materia(s): Común, Tesis: XX. 305 K, Página: 291 . 

PRUEBAS INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES Y PRESUNCIONAL LEGAL Y 

HUMANA. NO TIENEN VIDA PROPIA LAS. Las pruebas instrumental de 

actuaciones y la presuncional legal y humana, prácticamente no tienen 

desa hogo, es decir que no tienen vida propia, pues no es más que el nombre 

que en la práctica se ha dado a la totalidad de las pruebas recabadas en 

el juicio, por lo que respecta a la primera y por lo que corresponde a la 

segunda, ésta se deriva de las mismas pruebas que existen en las constancias 

de autos.  
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el Procurador General de Justicia del Estado de Coahuila;  

instrumento que ya fue valorado en la presente sentencia.  

 

Documental pública, consistente  en memorándum 

número **********  de fecha veinte de junio de dos mil 

diecisiete dirigido a la parte actora mediante el cual se le 

comisiona al área de Investigación de delitos contra la vida, 

integridad y dignidad de los animales , documento del cual 

no se advierten circunstancias que favorezcan las 

pretensiones del actor, pues fue ofrecida con el objeto de 

acreditar que el actor estaba adscrito a la Región Sureste, 

Saltillo, Coahuila, lo que no se encuentra controvertido, 

aunado a  que, como se verifica del considerando QUINTO, 

la demanda se sobreseyó respecto del acto administrativo 

consistente en el cambio de adscripción al no haber sido 

impugnado en el plazo legal para ello . 

 

Documental, consistente en constancia a nombre de 

la p arte actora emitida por la Procuraduría General de 

Justicia del Estado de Coahuila en marzo de mil 

novecientos noventa y nueve;  prueba de la cual no se 

advierten circunstancias que favorezcan las pretensiones 

del actor, pues fue ofrecida con el objeto de a creditar su 

pertenencia al Servicio Profesional de Carrera sin que el 

medio de convicción en estudio sea apto para ello, pues 

¼nicamente demuestra que se concluy· el òQuinto 

Programa de Formación inicial para aspirantes a Secretarios 

del Ministerio Público ó, adem§s, dicha constancia no 

puede substituir el nombramiento para el desempeño del 

cargo ni como justificante para el ingreso al Servicio 

Profesional de Carrera del Ministerio Público por no estar así 

previsto en las normas que le son aplicables . 

 

Documental, consistente en diploma a nombre de la 

parte actora emitido por la Procuraduría General de la 
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República en abril de dos mil quince;  prueba que fue 

ofrecida a efecto de acreditar que el actor formaba parte 

del Sistema Nacional de Seguridad Públic a, lo que no forma 

parte de la litis.  

 

Documental, consistente en copia simple del oficio 

número **********  de fecha trece de noviembre de dos mil 

diecinueve emitido por el Director General de Unidades de 

Investigación de la Fiscalía General del Estado de Coahuila 

mediante el cual se informa cambio de adscripción a la 

parte actora;  dicho medio de prueba fue valorado en el 

considerando QUINTO de la presente sentencia, habiendo 

sido útil para acreditar la fecha en que el accionante tuvo 

conocimiento del mismo , y en consecuencia, la 

extemporaneidad de su impugnación.  

 

Documental, consistente en copia simple de estado 

de cuenta histórico emitido por el Banco Mercantil del Norte 

Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple (Banorte) 

a nombre de la parte actora, por el período del primero de 

enero de dos mil veinte al cinco de febrero de dos mil 

veinte;  probanza que fue ofrecía con el propósito de 

acreditar la falta de pago, misma que no es útil a las 

pretensiones del oferente toda vez que se demostró en 

autos que la  retención de sus emolumentos se encuentra 

legalmente soportada por el artículo 89 del Estatuto Jurídico 

para los Trabajadores al Servicio del Estado, y que en 

consecuencia, dicho acto no resulta injustificado.  

Documental, consistente en copia s imple de recibo 

de nómina emitido por la Fiscalía General del Estado a 

nombre de la parte actora, correspondiente al pago del 

primero al quince de enero de la presente anualidad;  

mismo que fue ofrecido bajo el señalamiento genérico de 

robustecer los hechos  de la demanda, sin señalar que es lo 
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que se pretende probar con dicho medio de convicción, 

no obstante, debe decirse que en nada beneficia a su 

oferente toda vez que el pago de la primer quincena de 

enero del año dos mil veinte en nada afecta las facultad es 

de la parte demandada para suspender el pago de los 

emolumentos del impetrante, habida cuenta que de 

conformidad con el artículo 89 del Estatuto Jurídico para los 

Trabajadores al Servicio del Estado, la licencia médica que 

le fue otorgada era sin goce d e sueldo, por mandato del 

precepto legal de referencia.  

 

Documental pública, consistente en recibo de nómina 

emitido por la Secretaría de Finanzas del Estado a nombre 

de la parte actora, correspondiente al pago del primero al 

quince de mayo de dos mil quin ce;  instrumento que no 

guarda relación con la controversia entablada en autos.  

 

Documental pública, consistente en una constancia 

de consulta de fecha trece de enero de dos mil veinte, 

licencia médica con número de serie **********  por el 

periodo del quinc e al diecisiete de enero de dos mil veinte, 

licencia médica con número de serie **********  por el 

periodo  del veinte al veintiséis de enero de dos mil veinte, y 

licencia médica con número de serie **********  por el 

periodo  del veintisiete de enero al dos d e febrero de dos mil 

veinte, todas a nombre de la parte actora, emitidas por el 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado, así como tres acuses de recibo 

con números de guía ********** , **********  y ********** ; dichos 

medios de prueba fueron analizados en el considerando 

SEXTO de la presente sentencia, cuya valoración se tiene 

por reproducida en obvio de repeticiones.  

 

Documental vía informe , con cargo a la Secretaría de 

Finanzas del Estado de Coahuila a fin de que se sirva 
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informar si en el período comprendido del primero de 

noviembre de dos mil catorce, al quince de febrero de dos 

mil veinte obra en sus archivos expediente laboral a nombre 

de ********** , de la dependencia Fiscalía General del Estado 

de Coahuila  de Zaragoza bajo el número de empleado 

********** , y, en caso se ser afirmativo, si tuvo conocimiento 

de algún cambio en su situación laboral, así como algún 

cambio o cancelación de nómina, mismo que tuviere 

como resultado que no se generara el pago de la  nómina 

de la segunda quincena de enero hasta la primera 

quincena de febrero del año en curso;  instrumento que es 

útil para acreditar que la parte demandada solicitó a la 

autoridad informante se aplicara el concepto de 

responsabilidad por incapacidad al aq uí pleiteante , a partir 

de la segunda quincena de diciembre, sin que el actor se 

hubiese manifestado sobre el mismo en vía de ampliación  

a la demanda, probando en contra de la parte actora al 

robustecer el dicho de su contraparte en el sentido de que 

la re tención del pago se debió a que excedió el número de 

días permitido en concepto de licencia médica con 

derecho a goce de sueldo por riesgos no profesionales.  

 

Respecto a la ampliación a la demanda  relativa a las 

contestaciones de la  Fiscalía General del Estado de 

Coahuila  y la  Director a de Recursos Humanos de la Fiscalía 

General del Estado de Coahuila de Zaragoza , le fueron 

admitidas : 

La documental pública, consistente en gafete 

original expedido a nombre de la parte actora, **********  

por la Fiscalía General del Estado de Coahuila;  medio de 

convicción exhibido con el propósito de acreditar que el 

mencionado se desempeñaba como Agente del Ministerio 

Público, lo que no forma parte de la litis al ser un hecho 

reconocido por las partes.  
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La docume ntal pública, consistente en Credencial 

Nacional para Personas con Discapacidad expedida por 

el Sistema Nacional para el Desarrollo de la Familia a 

nombre de ********** ; prueba que, de las manifestaciones 

vertidas por el impetrante en su escrito de ampliac ión, se 

advierte que es tendiente a acreditar que no se tomaron 

en cuenta sus condiciones particulares al momento de 

emitirse el ofició relacionado a su cambio de adscripción, 

acto administrativo respecto del cual se sobreseyó la 

presente causa al haber si do impugnado de forma 

extemporánea, en consecuencia, resulta innecesario el 

estudio del medio de convicción en comento . 

 

La documental pública, consistente en copia 

certificada de acta de nacimiento a nombre de ********** ; 

medio de prueba que sigue la mism a suerte que la 

mencionada en el párrafo que antecede, siendo 

aplicables las mismas consideraciones.  

 

Documental pública, consistente en ochenta y nueve 

recibos de pago a nombre de la parte actora;  

documentos que no obstante el impetrante no relaciona 

con ningún hecho ni manifiesta lo que pretende acreditar 

con ellos, debe decirse que no favorecen sus pretensiones 

al no ser susceptibles de valoración. En efecto, del escrito 

de ampliación a la demanda, se verifica que el interesado 

manifiesta q ue se desempeñó como Secretario del 

Ministerio Público den año dos mil a dos mil cuatro 22, sin 

embargo, la ampliación a la demanda no es el momento 

procesal oportuno para introducir cuestiones relativas a su 

fecha de ingreso al servicio de la Fiscalía Gene ral del 

Estado , y como consecuencia, de su antigüedad en el 

 

22 Reverso foja 325 , tomo I . 
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desempeño del cargo, pues estuvo en aptitud de exponer 

tales consideraciones y ofrecer las pruebas respectivas en 

el escrito de demanda por tratarse de un hecho del cual 

tenia conocimiento con ant erioridad a la presentación del 

ocurso inicial, en ese tenor, opera el principio de preclusión 

al no haber ejercitado el derecho correspondiente en el 

momento procesal oportuno , sin que por otra parte se 

hubiese acreditado que debiesen revestir el carácter  de 

prueba superviniente . 

 

Siendo aplicable la jurisprudencia emitida por la 

Primera Sala del Alto Tribunal, consultable con el número 

de tesis 1a./J. 21/2002 , visible en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta , Tomo XV, Abril de 2002 , página 

314, Novena Época, del siguiente tenor:  

 
<<PRECLUSIÓN. ES UNA FIGURA JURÍDICA QUE EXTINGUE O 

CONSUMA LA OPORTUNIDAD PROCESAL DE REALIZAR UN ACTO. 

 

La preclusión es uno de los principios que rigen el proceso y se 

funda en el hecho de que las diversas  etapas del proceso se 

desarrollan en forma sucesiva, mediante la clausura definitiva 

de cada una de ellas, impidiéndose el regreso a momentos 

procesales ya extinguidos y consumados, esto es, en virtud del 

principio de la preclusión, extinguida o consumada  la 

oportunidad procesal para realizar un acto, éste ya no podrá 

ejecutarse nuevamente. Además doctrinariamente, la 

preclusión se define generalmente como la pérdida, extinción 

o consumación de una facultad procesal, que resulta 

normalmente, de tres situac iones: a) de no haber observado el 

orden u oportunidad dada por la ley para la realización de un 

acto; b) de haber cumplido una actividad incompatible con el 

ejercicio de otra; y c) de haber ejercitado ya una vez, 

válidamente, esa facultad (consumación pro piamente dicha). 

Estas tres posibilidades significan que la mencionada institución 

no es, en verdad, única y distinta, sino más bien una 

circunstancia atinente a la misma estructura del juicio.>>  

 

Y por analogía la jurisprudencia emitida por el Tercer 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto 

Circuito, consultable con el número de tesis VI.3o.A. J/67 , 

consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta , Tomo XXVII, Mayo de 2008 , página 911, de rubro y 

texto que se transcriben:  
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<<PRECLUSIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

FEDERAL. SE ACTUALIZA RESPECTO DE LOS ARGUMENTOS 

EXPUESTOS EN LA AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA, QUE PUDIERON 

ESGRIMIRSE EN EL ESCRITO INICIAL, Y QUE NO SE FORMULARON 

POR ALEGAR EL ACTOR, INDEBIDAMENTE, DESCONOCIMIENTO 

DEL ACTO IMPUGNADO. 

 

El artículo 209 Bis del Código Fiscal de la Federación vigente 

hasta el 31 de diciembre de 2005, y su correlativo 16 de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo prevén 

el supuesto en que el act or en el juicio de nulidad alegue 

desconocer el acto impugnado y señalan en su último párrafo 

que si la Sala Fiscal resuelve que la notificación fue legalmente 

practicada y, como consecuencia de ello la demanda fue 

presentada extemporáneamente, sobreseerá el juicio en 

relación con el acto administrativo combatido; sin embargo, 

en el supuesto de que a pesar de concluirse que la notificación 

se realizó legalmente, la demanda de nulidad resulta 

presentada en tiempo, deben declararse inoperantes los 

conceptos d e impugnación vertidos en la ampliación de 

demanda, pues el particular tenía conocimiento del acto 

impugnado desde que promovió inicialmente, pero 

indebidamente alegó su desconocimiento, atento al principio 

de preclusión consistente en que extinguida o con sumada la 

oportunidad procesal para realizar un acto, éste ya no podrá 

ejecutarse.>>  

 

Documental vía informe, con cargo al Enlace de 

Recursos Humanos en la Región Centro en la ciudad de 

Monclova, Coahuila de la Fiscalía General de Coahuila, a 

fin de que se  informar a : <<1. Si recibió las licencias médicas 

a nombre del empleado **********  (sic), que ampara su 

licencia médica por el periodo de 01 de enero del 2020 al 

15 de febrero del 2020 y que tramite le dio alas (sic) 

incapacidades. 2. Si al levantar las actas administrativas en 

contra del empleado ********** , levanto un acta 

circunstanc iada, y que tramite le dio a las actas 

administrativas de fechas 18, 19, 20, 21 y 24 de febrero del 

dos mil veinte.>> . Dicho medio de convicción prueba en 

contra del oferente pues robustece el levantamiento y 

tramite de las actas administrativas, así como las 

inasistencias del actor que en ellas se hacen constar.  

 

Documental vía informe, con cargo al Servicio Postal 

Mexicano en Saltillo, Coahuila, a fin de que se sirva a 
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informar << Si se encuentra registros del usuario como 

remitente **********  (sic), en el periodo de enero del 2020 al 

15 de febrero, a la ciudad de Monclova Coahuila, 

Consignado al C. **********  con domicilio en la calle 

**********  de la ciudad de Monclova, Coahuila, una vez 

realizado lo anterior informe las fechas en que los reci bió 

por ventanilla en esta ciudad y las fechas y las personas 

que los recibieron en Monclova Coahuila.>> . Dicho medio 

de prueba no guarda relación con los hechos 

controvertidos, pues la entrega de las licencias médicas 

remitidas por vía de correo certifica do no se encuentra en 

tela de duda, por lo que en nada beneficia al oferente.  

 

Documental vía informe, con cargo al Subdelegado 

Médico del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 

los Trabajadores del Estado, Francisco Elizalde Herrera a fin 

de que i nforme <<1. Cuál es el procedimiento para 

determinar que una licencia médica no es válida. 2. Que 

consecuencias le genera al trabajador la no validez de 

una licencia médica. 3. Explique cómo llego a la 

conclusión de no validar la licencia médica al trabaja dor 

**********  ********** .>>. La prueba en estudio de igual forma 

es desfavorable al accionante, pues de la respuesta 

allegada a esta sala ordinaria, contenida en el oficio 

**********  de fecha veinticinco de enero de dos mil 

veintiuno, y exhibida mediante el oficio ********** , se 

advierte que el Subdelegado Médico sostuvo que la 

invalidez de la licencia médica equivale a no contar con 

ella, lo que a la postre se traduce en faltas injust ificadas , tal 

como sostuvieron las autoridades demandadas al 

contestar a la demanda.  
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Por lo que hace a la a mpliación a la demanda contra  

la contestación del Delegado  de la Fiscalía General del 

Estado, Región Sureste , se le admitieron:  

 

Las documentales que le fueron admitidas mediante 

auto de fecha diecisiete de noviembre de dos mil veinte , 

relativas a la ampliación a la demanda en contra de  la 

Fiscalía General del Estado de Coahuila  y la  Director a de 

Recursos Humanos de la Fiscalía General del Estado de  

Coahuila de Zaragoza ; debiendo tenerse por inserta su 

valoración en obvio de repeticiones.  

 

Documental, consistente en escrito de fecha catorce 

de enero de dos mil veinte suscrito por la parte actora , 

referente a la solicitud de licencia, con o sin goce de 

sueldo, a efecto de realizar trámite de titulación de grado ;  

 

Documental, consistente en impresión de formato 

para titulación de maestría,  con la finalidad de acreditar 

que el oferente se encontraba realizando estudios de 

postgrado.  

 

Documental, consistente en copia certificada de 

estado de cuenta bancario del demandante 

correspondiente al período uno de enero al treinta y uno 

de enero de dos mil veinte , ofrecida con el propósito de 

acreditar que no se recibió el pago de sus emolumentos en 

el peri odo señalado ; 

 

Sobre los últimos tres  medios de prueba  cuya 

valoración no se encuentra comprendida dentro del 

cúmulo probatorio ya analizado , es dable sostener que en 

nada favorecen al impetrante al no estar relacionados con 

la controversia entablada entre éste y el Delegado de la 

Fiscalía General del Estado, Región Sureste , pues de su 
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escrito de contestación a la demanda  y aclaración a la 

misma, se verifica que dicha autoridad negó haber 

intervenido en la emisión de los actos señalados como 

impugnados, siendo que únicamente tuvo conocimiento 

del oficio **********  en virtud de que se marcó copia para 

su conocimiento ; siendo que los medios de co nvicción de 

mérito se encuentra relacionados, los primeros dos de ellos 

con la solicitud de licencia, con o sin goce de sueldo, y el 

restante con la retención del pago del salario del 

impetrante, actos que no son atribuibles al Delegado de la 

Fiscalía Gene ral del Estado, Región Sureste . 

 

No pasa desapercibido para esta autoridad que el 

Fiscal Ministerial fue omiso en contestar a la demanda 

instaurada en su contra, sin embargo, en dicho ocurso no 

le es imputado ningún hecho ni atribuido ningún acto 

administr ativo impugnado, por lo cual en nada le beneficia 

al impetrante el reconocimiento tácito por parte de dicha 

autoridad, aunado a que, dicha presunción admite 

prueba en contrario según señala el artículo 58 de la Ley 

del Procedimiento Contencioso Administrat ivo para el 

Estado de Coahuila de Zaragoza, siendo que en la especie 

las autoridades demandadas comparecientes a juicio 

acreditaron su dicho mediante las pruebas ofrecidas, 

mediante las cuales se desvirtúan los efectos de la 

confesión ficta en comento al c ontrovertirla.  

 

Por lo que hace a  las pruebas de la intención d e las 

autoridades demandadas , se procede a su valoración en 

los siguientes términos:  

 

A la Directora General del Centro de 

Profesionalización, Acreditación, Certificación y Carrera de 

la Fiscalía General del Estado de Coahuila , le fueron 
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admitidas las pruebas  instrumental de actuaciones,  y de 

p resunciones legales y humanas , mismas que, como ya se 

dijo, su valoración se encuentra inmersa en el análisis del 

material probatorio que obra en autos.  

 

A la Directora General de Contraloría y Visitaduría de 

la Fiscalía General del Estado de Coahuila , le fue admitida 

la documental pública  c onsistente en oficio número 

**********  de fecha catorce de agosto de dos mil veinte, 

suscrito por la Directora  General de Contraloría y Visitaduría 

de la Fiscalía General del Estado de Coahuila , misma que 

no guarda relación con los hechos controvertidos toda vez 

que se refiere a procedimientos de responsabilidad 

administrativa en contra del demandante, lo que no e s 

objeto de litis.  

 

A la Directora de Recursos Humanos de la Fiscalía 

General del Estado de Coahuila , le fueron admitidas en vía 

de contestación, además de las presunciones legales y 

humanas , y la  instrumental de actuaciones , las siguientes:  

 

Documental pública. Consistente en copia 

certificada de dieciséis licencias médicas expedidas por el 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado;  siendo eficaces para demostrar 

que el actor excedió de más de treinta días de 

incapacidad por licencia médica en un periodo de un 

año, en los términos previamente apuntados en la presente 

sentencia.  

 

Documental pública.  Consistente en copia 

certificada de actas administrativas de fechas dieciocho, 

diecinueve, veinte, veintiuno y vein ticuatro, todas del mes 

de febrero de dos mil veinte;  útiles para demostrar las 

inasistencias del accionante a sus labores, mismas que 
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surten  pleno valor probatorio al no haber sido desvirtuadas 

por el demandante.  

 

Y, en vía de contestación a la ampliación , le fue 

admitida prueba documental  consistente en copia 

certificada de movimiento de alta del período del quince 

al treinta de abril de dos mil quince ; medio de convicción 

que en nada favorece las pretensiones de la oferente, 

pues por una parte, no es apt a para demostrar la fecha de 

ingreso que sostienen las autoridades demandadas en 

fecha quince de mayo de dos mil veinte, toda vez que se 

trata de un documento interno elaborado por la propia 

oferente, por lo que de tomar en consideración el mismo 

se le estaría dando valor probatorio al dicho que la propia 

oferente hace en su beneficio, por lo que no es suficiente 

para eliminar el valor probatorio del que goza el 

nombramiento exhibido por el accionante; y, por otra 

parte, toda vez que el mismo no hace alusió n al cargo 

previo del actor como Secretario del Ministerio Público ni 

señala el motivo de la terminación del dicho encargo, sin 

que se pierda de vista que dicha cuestión quedó excluida 

de la litis al no hacerse valer oportunamente por el 

impetrante.  

 

Al Fiscal General del Estado de Coahuila de 

Zaragoza , le fueron admitidas en vía de contestación, 

además de las presunciones legales y humanas , y la  

instrumental de actuaciones , las siguientes:  

 

Documental pública.  Consistente en copia 

certificada del oficio número **********  de fecha primero de 

noviembre de dos mil diecinueve suscrito por el Director 

General de Unidades de Investigación;  prueba cuya 

valoración resulta innecesaria al encontrarse relacionada 




